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SUMARIO: I. Introducción: la facultad de los árbitros para dictar medidas cautelares y provisionales.— II. La ejecución de las medidas cautelares y provisionales  
en un país distinto al de la sede del arbitraje.— III. Conclusión.

 Los tribunales judiciales han re-
chazado, en general, la posibilidad de 
ejecutar medidas cautelares o provisio-
nales dictadas por tribunales arbitrales 
al amparo de la Convención de Nueva 
York. Por ello, la sanción de leyes de ar-
bitraje que contemplen expresamente 
la posibilidad de reconocer y ejecutar 
medidas cautelares dictadas por tri-
bunales arbitrales con sede en otro 
país constituye un avance muy positivo 
tendiente a asegurar la eficacia del pro-
cedimiento arbitral.

I. Introducción: la facultad de los árbitros para 
dictar medidas cautelares y provisionales

Las leyes modernas de arbitraje recono-
cen —en general— la facultad de los árbitros 
para decretar medidas cautelares y provisio-
nales (1), siguiendo el enfoque de la Ley Mode-
lo UNCITRAL (2).

En América Latina se percibe la misma 
tendencia. Por ejemplo, la ley chilena de 
Arbitraje Comercial Internacional de 2004 
prescribe en su artículo 17 que:

“Facultad del tribunal arbitral de ordenar 
medidas provisionales cautelares.

Salvo acuerdo en contrario de las par-
tes, el tribunal arbitral podrá, a petición 
de una de ellas, ordenar a cualquiera de 
las partes que adopte las medidas provi-

sionales cautelares que el tribunal arbi-
tral estime necesarias respecto del obje-
to del litigio. El tribunal arbitral podrá 
exigir de cualquiera de las partes una 
garantía apropiada en conexión con esas 
medidas.”

En este mismo orden de ideas, la Ley Pe-
ruana de Arbitraje de 2008 establece en su 
artículo 47 que:

“Una vez constituido, el tribunal arbi-
tral, a petición de cualquiera de las partes, 
podrá adoptar las medidas cautelares que 
considere necesarias para garantizar la efi-
cacia del laudo, pudiendo exigir las garan-
tías que estime convenientes para asegurar 
el resarcimiento de los daños y perjuicios 
que pueda ocasionar la ejecución de la me-
dida.

2. Por medida cautelar se entenderá toda 
medida temporal, contenida en una decisión 
que tenga o no forma de laudo, por la que, en 
cualquier momento previo a la emisión del 
laudo que resuelva definitivamente la contro-
versia, el tribunal arbitral ordena a una de las 
partes:

a. Que mantenga o restablezca el statu 
quo en espera de que se resuelva la contro-
versia;

b. Que adopte medidas para impedir algún 
daño actual o inminente o el menoscabo del 
proceso arbitral, o que se abstenga de llevar 
a cabo ciertos actos que probablemente oca-
sionarían dicho daño o menoscabo al proceso 
arbitral;

c. Que proporcione algún medio para pre-
servar bienes que permitan ejecutar el laudo 
subsiguiente; o

d. Que preserve elementos de prueba que 
pudieran ser relevantes y pertinentes para 
resolver la controversia.”

En sentido coincidente, el artículo 80 
de la ley colombiana 1563 de 2012 dispo-
ne, en materia de arbitraje internacional, 
que:

“Facultad del tribunal arbitral para decretar 
medidas cautelares. Salvo acuerdo en contra-
rio de las partes, el tribunal arbitral podrá, 
a instancia de cualquiera de ellas, decretar 
medidas cautelares.

Por medida cautelar se entenderá toda 
medida temporal, decretada en forma o no 
de laudo, por la que, en cualquier momento 
previo a la emisión del laudo por el que se 
dirima definitivamente la controversia, el 
tribunal arbitral ordene a una de las partes 
que:

a) Mantenga o restablezca el statu quo en 
espera de que se dirima la controversia;

b) Adopte medidas para impedir algún 
daño presente o inminente, o el entorpe-
cimiento del procedimiento arbitral, o que 
se abstenga de realizar actos que probable-
mente ocasionarían dicho daño o entorpe-
cimiento al procedimiento arbitral;

c) Proporcione algún medio para preser-
var bienes cuya conservación permita ejecu-
tar el o los laudos; o

d) Preserve elementos de prueba que pu-
dieran ser pertinentes y relevantes para re-
solver la controversia.”

Asimismo, el artículo 1655 del Código Civil 
y Comercial establece que:

“Dictado de medidas previas. Excepto esti-
pulación en contrario, el contrato de arbitra-
je atribuye a los árbitros la facultad de adop-
tar, a pedido de cualquiera de las partes, las 
medidas cautelares que estimen necesarias 
respecto del objeto del litigio. Los árbitros 
pueden exigir caución suficiente al solicitan-
te. La ejecución de las medidas cautelares 
y en su caso las diligencias preliminares se 
deben hacer por el tribunal judicial (...). Las 
medidas previas adoptadas por los árbitros 
según lo establecido en el presente artículo 
pueden ser impugnadas judicialmente cuan-
do violen derechos constitucionales o sean 
irrazonables.”

El art.  19 del Acuerdo sobre Arbitraje In-
ternacional del Mercosur establece que: “en 
cualquier estado del proceso, a petición de 
parte, el tribunal arbitral podrá disponer por 
sí las medidas cautelares que estime perti-
nentes, resolviendo en su caso sobre la con-
tracautela”.

De la misma manera, los reglamentos de 
las principales instituciones arbitrales re-
conocen también esta facultad de los árbi-
tros (3). Incluso más recientemente se cons-
tata una “oleada de implantación de procedi-
mientos arbitrales de emergencia” (4).

En síntesis, tanto las leyes modernas de 
arbitraje como los reglamentos de las insti-
tuciones arbitrales más importantes reco-
nocen la facultad de los árbitros de dictar 
medidas cautelares o provisionales tendien-
tes a asegurar los bienes objetos del litigio o 
el cumplimiento de la sentencia, conservar 
evidencia o producir prueba de forma anti-
cipada (5).
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II. La ejecución de las medidas cautelares y pro-
visionales en un país distinto al de la sede del ar-
bitraje

La efectivización de las medidas cautelares 
que impliquen el uso de coacción exigen el 
auxilio de los jueces. El propósito de este ar-
tículo es analizar en qué medida resulta posi-
ble requerir la colaboración de los tribunales 
judiciales para ejecutar una medida cautelar 
o provisional que fue dictada por un tribunal 
arbitral con sede en otro país.

II.1. El debate acerca de la posibilidad de eje-
cutar medidas cautelares y provisionales al am-
paro de la Convención de Nueva York

La Convención dispone en su Art. I-1) que 
se aplicará “al reconocimiento y la ejecución 
de las sentencias arbitrales dictadas en el te-
rritorio de un Estado distinto de aquel en que 
se pide el reconocimiento y la ejecución de 
dichas sentencias, y que tengan su origen en 
diferencias entre personas naturales o jurídi-
cas” y a las “sentencias arbitrales que no sean 
consideradas como sentencias nacionales en 
el Estado en el que se pide su reconocimiento 
y ejecución”. Por su parte, el art. I-2) estable-
ce que el término “‘sentencia arbitral’ no sólo 
comprenderá las sentencias dictadas por los 
árbitros nombrados para casos determina-
dos, sino también las sentencias dictadas por 
los órganos arbitrales permanentes a los que 
las partes se hayan sometido”.

Como puede observarse, la Convención no 
define qué debe entenderse por “sentencia ar-
bitral”, lo que ha generado el debate acerca de 
qué tipo de laudos pueden ser reconocidos y 
ejecutados en los términos de la Convención.

Existe un consenso generalizado en cuanto 
a que del mero hecho que el tribunal califi-

que como “laudo arbitral” a su decisión no se 
deriva que efectivamente se trate de un lau-
do o sentencia arbitral a los fines de la Con-
vención. La determinación de si la decisión 
del tribunal arbitral se ajusta a la noción de 
“sentencia o laudo arbitral” de la Convención 
debe ser realizada de forma autónoma por el 
tribunal judicial (6).

En cambio, no existe consenso respecto 
de si las decisiones sobre medidas cautela-
res o provisionales encuadran en la noción 
de “sentencia o laudo arbitral”. La doctrina 
mayoritaria entiende que el concepto de 
“sentencia arbitral” de la Convención no in-
cluye las resoluciones que decretan medidas 
cautelares o provisionales (7). Al respecto, 
Poudret y Bésson explican que la noción de 
laudo arbitral presupone una decisión de-
finitiva que resuelve de forma irrevocable 
una determinada cuestión (8). Según estos 
autores, dicho requisito debe inferirse del 
art. V. (i) (e) de la Convención en cuanto se 
refiere a la obligatoriedad del laudo, ya que 
cualquiera sea la interpretación de este tér-
mino, los autores de la Convención no pre-
vieron que una decisión del tribunal arbi-
tral pudiera ser revocada por otra decisión 
posterior, tal como es el caso de las medidas 
provisionales (9).

Los tribunales judiciales también han re-
chazado, en general, la posibilidad de ejecu-
tar las resoluciones que decretan medidas 
cautelares en el marco de la Convención de 
Nueva York.

En este sentido, la Corte Suprema de Chile 
rechazó la ejecución de una medida caute-
lar dispuesta por un tribunal arbitral en los 
Estados Unidos, que ordenaba al demanda-
do que se abstuviera de ejecutar, directa o 
indirectamente, las siguientes conductas: a) 
Contratar, tratar o intentar contratar a una 
persona que sea trabajador o contratista in-
dependiente del demandante o de alguna de 
sus filiales; b) Interferir o intentar interferir 
en la relación contractual o de otra índole 
existente entre el demandante y alguno de 
sus clientes, proveedores o consultores con 
respecto a los negocios restringidos; c) Obte-
ner o tratar de obtener pedidos de cualquier 
persona o entidad que sea o haya sido cliente 
del demandante; d) dedicarse a cualquier ac-
tividad competitiva o a negocios restringidos; 
y e) usar o divulgar información confidencial, 
secretos comerciales o tecnología del deman-
dante (10). Según la Corte Suprema chilena, 
el procedimiento de exequátur es aplicable 
solamente a sentencias que establezcan de-
rechos permanentes para las partes; y ello no 
ocurría en el caso, ya que las medidas caute-

lares decretadas eran preliminares y provi-
sionales.

En nuestro país, la Cámara Nacional de 
Apelaciones en lo Comercial rechazó la eje-
cución de una medida cautelar dispuesta 
por un árbitro en el marco de un proceso 
arbitral con sede en Phoenix (Arizona, Es-
tados Unidos) que ordenaba a los demanda-
dos que se abstuvieran de realizar una serie 
de actos, entre los cuales se encontraban la 
copia, divulgación, circulación por cualquier 
tercero para cualquier propósito que no sea 
en beneficio de los intereses comerciales de 
los actores, de toda clase de información con-
fidencial recibida por los demandados de los 
accionantes, referida a las ventas, estrategias 
de mercado y la ejecución de cualquier acto 
comercial que compita con la actividad de 
los actores. La Cámara sostuvo —siguiendo 
la opinión del Fiscal de Cámara— que “en las 
convenciones internacionales aludidas por las 
partes no se hace mención a la traba de me-
didas cautelares ordenadas por árbitros —ór-
gano extranjero que no reviste el carácter de 
judicial—...” (11). De esta afirmación de la Cá-
mara podría derivarse la conclusión de que 
no resulta posible ejecutar las medidas cau-
telares decretadas por un tribunal arbitral 
con sede en el extranjero. Además, la Cámara 
Comercial observó que la cláusula arbitral 
no preveía el dictado de medidas cautelares, 
por lo que correspondía denegar el recono-
cimiento y ejecución de la medida cautelar en 
cuanto excedía los términos del compromiso 
o de la cláusula compromisoria (art.  V1.c de 
la Convención de Nueva York) (12). Esta afir-
mación de la Cámara es incompatible con la 
regla consagrada casi universalmente en las 
legislaciones arbitrales, según la cual los árbi-
tros se encuentran facultados para decretar 
medidas cautelares salvo acuerdo en contrario 
de las partes, ya que esta facultad constituye 
un atributo esencial de cualquier órgano con 
facultades jurisdiccionales (13).

En Colombia, en el caso “Drummond”, la 
Corte Suprema sostuvo, con cita de un ar-
tículo de Eduardo Zuleta, que:

“... numerosas legislaciones se refieren 
a la posibilidad de que el tribunal emita 
laudos parciales. Los reglamentos de CCI, 
LCIA, UNCITRAL y AAA establecen la po-
sibilidad de que los árbitros emitan los lau-
dos parciales... La doctrina se refiere a esos 
laudos como laudos que son, por una parte, 
finales, no en cuanto ponen fin al arbitraje 
o a las funciones del tribunal, sino porque 
terminan de manera definitiva una parte de 
las controversias que se han sometido a ar-
bitraje quedando otras por resolver; y por la 

otra, parciales, en cuanto no resuelven la to-
talidad de las controversias ni terminan con 
la jurisdicción del tribunal. Un laudo parcial 
es entonces final con respecto a la contro-
versia que resuelve, pero parcial respecto 
de la totalidad de las controversias someti-
das a arbitraje”. (14)

De esta manera, la Corte Suprema de 
Colombia adopta el criterio propuesto por 
Zuleta según el cual puede ser ejecuta-
do —conforme a la Convención de Nueva 
York— todo laudo que “resuelve de manera 
definitiva una o más de las controversias que 
le han sido sometidas al tribunal, o una par-
te de tales controversias, poniendo fin a la 
cuestión litigiosa materia de la decisión” (15). 
Esta doctrina parece excluir la posibilidad 
de ejecutar medidas cautelares al amparo 
de la Convención de Nueva York, ya que una 
de las características esenciales de este tipo 
de medidas es que no son definitivas, sino 
que pueden ser modificadas, suspendidas o 
revocadas por el tribunal durante el proce-
dimiento arbitral.

Esta interpretación restrictiva de la Con-
vención también ha sido adoptada por otros 
tribunales fuera de América Latina. Así, la 
Corte Suprema de Queensland (Australia) 
rechazó —en el caso “Resort Condominiums 
International Inc. v. Ray Bolwell and Resort 
Condominiums Pty”— la ejecución de una 
medida provisoria decretada por un tribunal 
arbitral con sede en los Estados Unidos, que 
ordenaba al demandado —en el marco de 
una disputa relacionada con un contrato de 
licencia— que: a) se abstuviera de celebrar 
cualquier tipo de acuerdo con otra entidad en 
la región de Australasia y de utilizar la infor-
mación confidencial obtenida durante la vi-
gencia del contrato de licencia; b) depositara 
todos los ingresos que derivaban del contrato 
de licencia en una cuenta escrow a nombre de 
ambas partes (16). El tribunal australiano se-
ñaló que las medidas decretadas por el tribu-
nal de ninguna manera pretendían resolver 
de forma final las disputas presentadas por 
las partes al tribunal, ya que dichas medidas 
son provisionales y pueden ser anuladas, 
modificadas o suspendidas por el tribunal 
arbitral (17). Por consiguiente, el tribunal 
australiano concluyó que la resolución del 
tribunal arbitral no constituía una “sentencia 
arbitral” en los términos de la Convención de 
Nueva York (18).

En los Estados Unidos, en cambio, algunos 
tribunales han desarrollado una interpreta-
ción más amplia de la noción de “sentencia 
arbitral”. En el caso “Publicis Communica-
tion v. True North Communications” (19), el 
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(1) Véase, por ejemplo, el art. 181 de la Ley suiza sobre 
Derecho Internacional Privado; el art. 1468 del Código 
Civil francés; el art. 17 de la Ley canadiense sobre Arbi-
traje Comercial; el art. 12 de la Ley de Arbitraje Interna-
cional de Singapur.

(2) La Ley Modelo de 1985 establecía en su artículo 17 
que: “Salvo acuerdo en contrario de las partes, el tribu-
nal arbitral podrá, a petición de una de ellas, ordenar a 
cualquiera de las partes que adopte las medidas provi-
sionales cautelares que el tribunal arbitral estime nece-
sarias respecto del objeto del litigio. El tribunal arbitral 
podrá exigir de cualquiera de las partes una garantía 
apropiada en conexión con esas medidas”. La versión 
2006 dispone en su art. 17 que: “1) Salvo acuerdo en con-
trario de las partes, el tribunal arbitral podrá, a instan-
cia de una de ellas, otorgar medidas cautelares. 2) Por 
medida cautelar se entenderá toda medida temporal, 
otorgada en forma o no de laudo, por la que, en cualquier 
momento previo a la emisión del laudo por el que se diri-
ma definitivamente la controversia, el tribunal arbitral 
ordene a una de las partes que: a) mantenga o restablez-
ca el statu quo en espera de que se dirima la controver-
sia; b) adopte medidas para impedir algún daño actual 
o inminente o el menoscabo del procedimiento arbitral, 
o que se abstenga de llevar a cabo ciertos actos que 
probablemente ocasionarían dicho daño o menoscabo 

al procedimiento arbitral; c) proporcione algún medio 
para preservar bienes que permitan ejecutar todo lau-
do subsiguiente; o d) preserve elementos de prueba que 
pudieran ser relevantes y pertinentes para resolver la 
controversia”.

(3) Véase, por ejemplo, el art. 28 del Reglamento 
de Arbitraje de la Cámara de Comercio Internacional 
(CCI), el art. 26 del Reglamento de Arbitraje de UNCI-
TRAL, el art. 25 del Reglamento de Arbitraje de la Corte 
de Arbitraje Internacional de Londres (LCIA), el art. 26 
de las Reglas Suizas de Arbitraje Internacional.

(4) MIRÓ GILI, Màrius, “La decisión del ‘árbitro de 
emergencia’. Su contenido, ejecutabilidad y ejecución”, 
en Revista del Club Español del Arbitraje 16/2013, p. 37. 
Respecto de los reglamentos que incorporan la figura del 
árbitro de emergencia, véase, por ejemplo, el art. 29 del 
Reglamento CCI, el art. 6 del Reglamento del Centro In-
ternacional de Resolución de Disputas (CIRD), Appendix 
II de las Reglas de la SCC, el art. 30 (2) del Reglamento 
del Centro de Arbitraje Comercial de Singapur (SIAC).

(5) RIVERA, Julio César, “Arbitraje comercial inter-
nacional y doméstico”, Lexis Nexis, Buenos Aires, 2007, 
p. 696.

(6) Cfr. PAULSSON, Marike R. P., “The 1958 New 
York Convention in Action”, Kluwer Law International, 
2016, p. 117.

(7) Véase, por ejemplo, CRAIG, William Laurence - 

PARK, William W. - PAULSSON, Jan, “International 
Chamber of Commerce Arbitration”, Oceana Publica-
tions, 2000, 3rd ed., ps. 465-466; GONZÁLEZ DE COS-
SÍO, Francisco, “Arbitraje”, Porrúa, Ciudad de México, 
2011, p. 730; KARRER, Pierre A., “Interim Measures is-
sued by Arbitral Tribunals and the Courts: Less Theory, 
Please”, en van den Berg, Albert Jan (ed.), International 
Arbitration and National Courts: the Never Ending Story, 
ICCA Congress Series, vol. 10, ps. 107-108; KAUF-
MANN-KOHLER, Gabrielle - RIGOZZI, Antonio, “Arbi-
trage International”, Weblaw, Berna, 2010, 2e ed., p. 387; 
LEW, Julian D. M. - MISTELIS, Loukas A. - KRÖLL, Ste-
fan Michael, “Comparative International Commercial 
Arbitration”, Kluwer Law International, 2003, parag. 
23-94; POUDRET, Jean-François - BÉSSON, Sébastien, 
“Comparative Law of International Arbitration”, Sweet 
& Maxwell Ltd., Londres, 2007, 2nd ed., p. 546; en contra, 
véase BORN, Gary B., “International Commercial Arbi-
tration”, Wolters Kluwer, The Netherlands, 2014, 2nd ed., 
Vol. III, p. 3620; CAIVANO, Roque J., “Control Judicial 
en el Arbitraje”, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 2011, 
p. 302; y RIVERA, “Arbitraje comercial...”, cit., p. 696.

(8) POUDRET - BÉSSON, “Comparative Law of In-
ternational Arbitration”, cit., p. 546.

(9) POUDRET - BÉSSON, “Comparative Law of In-
ternational Arbitration”, cit.

(10) Corte Suprema (Chile), 11/5/2010, “Western Te-

chnology Services International Inc. (Westech) v. Socie-
dad Chilena Cauchos Industriales SA (Cainsa)”.

(11) CNCom. (Argentina), Sala B, 11/4/2002, “Forever 
Living Products Argentina S.R.L. c/ Beas, Juan y otro”, 
LA LEY, 2003-C, 676.

(12) “Forever Living Products Argentina S.R.L. c/ 
Beas, Juan y otro”, cit., considerando nº 2.

(13) BORN, “International Commercial Arbitration”, 
cit., pp. 2454-2455.

(14) Corte Suprema de Justicia (Colombia), Sala de 
Casación Civil, 19/12/2011, “Drummond Ltd. c/ Instituto 
Nacional de Concesiones - INCO y otros”.

(15) ZULETA, Eduardo, “¿Qué es una sentencia o 
laudo arbitral? El laudo parcial el laudo final y el laudo 
interino”, en Tawil, Guido S. - Zuleta, Eduardo (Direc-
tores), “El Arbitraje Comercial Internacional. Estudio 
de la Convención de Nueva York con motivo de su 50º 
aniversario”, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 2008, p. 61.

(16) “Resort Condominiums International Inc.v. Ray 
Bolwell and Resort Condominiums Pty”, (1993) 118 ALR 
655.

(17) “Resort Condominiums International Inc.v. Ray 
Bolwell and Resort Condominiums Pty”, § 1.

(18) “Resort Condominiums International Inc.v. Ray 
Bolwell and Resort Condominiums Pty”, § 40.

(19) “Publicis Communication v. True North Commu-
nications”, 206 F.3d 725 (7th Cir. 2000).

{ NOTAS } 
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Tribunal Federal de Apelaciones del Sépti-
mo Circuito sostuvo que la orden del tribu-
nal arbitral de entregar ciertos documentos 
impositivos constituía un laudo, porque me-
diante dicha orden el tribunal había resulto 
una disputa concreta de forma definitiva, de 
forma tal que podía ser ejecutada en los tér-
minos de la Convención de Nueva York (20). 
Al respecto, el tribunal observó que si la par-
te beneficiada con dicha medida tenía que 
esperar hasta el dictado del laudo que resol-
viera de forma definitiva todas las cuestiones 
debatidas entre las partes, la orden dictada 
por el tribunal no era más que una pérdida de 
tiempo sin sentido (21). Si bien es cierto que 
del fallo surge una interpretación amplia de 
la noción de “laudo arbitral”, no debe sosla-
yarse, como advierten Poudret y Bésson, que 
la medida dictada por el tribunal no configu-
raba en sentido estricto una medida cautelar 
o provisional (22).

En un caso más reciente, el Tribunal para 
el Distrito Sur de Nueva York resolvió reco-
nocer —de acuerdo con los términos de la 
Convención de Nueva York— un laudo in-
terino que ordenaba a la demandada pagar 
una determinada suma de dinero en función 
de indemnidades otorgadas en favor de las 
demandantes en un Contrato de Compra-
venta de Acciones respecto del pago de cier-
tos impuestos (23). Al dictar el laudo interi-
no, el tribunal arbitral subrayó que la orden 
emitida no afectaba de manera alguna los 
argumentos de cada parte respecto de quien 
era en última instancia responsable. El tri-
bunal judicial estadounidense sostuvo que si 
un laudo arbitral basado en la existencia de 
daño irreparable ha de tener algún significa-
do, las partes deben ser capaces de obtener 
su reconocimiento al momento en que es 
dictado (24). Según el tribunal dicha clase de 
laudo no es “‘interino’ en el sentido de ser un 
paso ‘intermedio’ hacia un fin”, sino que es 
“un fin en sí mismo, porque su misma finali-
dad es determinar los derechos de las partes 
durante ese período ‘interino’ hasta que se 
dicte una decisión final sobre el fondo” (25). 
En este marco, el tribunal estadounidense 
concluyó que el laudo podía ser reconocido 
en los términos de la Convención, ya que se 
trata de un laudo que resolvió de forma final 
y definitiva una pretensión concreta e inde-
pendiente (26).

Esta concepción del tribunal estadouniden-
se se ajusta a la interpretación formulada por 
Gary Born según la cual “las medidas provi-
sionales son ‘finales’ en el sentido que resuel-
ven un pedido de tutela mientras se encuen-
tra pendiente la resolución del arbitraje” (27). 
Sin embargo, como observa Schwartz, esta 
es una definición muy artificial de laudo final 
o definitivo, ya que “uno podría igualmente 
decir que toda decisión es final hasta que sea 
sustituida por una decisión contraria, lo que 
equivale a decir que dicha decisión no es final 
de ninguna manera” (28).

En síntesis, la mayor parte de la doctri-
na y de la jurisprudencia ha concluido que 
no resulta posible ejecutar al amparo de la 
Convención de Nueva York una decisión 
arbitral que decreta medidas cautelares. Es 
por eso que la versión 2006 de la Ley Modelo 

UNICTRAL incluyó expresamente el reco-
nocimiento y ejecución de medidas caute-
lares dictadas por tribunales arbitrales con 
sede en otro país, como explico a continua-
ción.

II.2. El reconocimiento y ejecución de medidas 
cautelares o provisionales dictadas por tribuna-
les arbitrales con sede en otro país al amparo de 
la legislación arbitral doméstica

Debido a las dificultades que plantea el 
reconocimiento y ejecución de medidas cau-
telares o provisionales dictadas en proce-
dimientos arbitrales en el marco de la Con-
vención de Nueva York, la versión 2006 de 
la Ley Modelo UNCITRAL incorporó en sus 
artículos 17 h) y 17 i) un mecanismo de reco-
nocimiento y ejecución de esta clase de medi-
das (29). De manera tal que en los países que 
han seguido este enfoque de la Ley Modelo 
resulta posible ejecutar medidas cautelares 
decretadas por tribunales arbitrales con 
sede en otro país con sustento no ya en un 
tratado internacional, sino en una ley nacio-
nal (30). Este mecanismo de ejecución ha sido 
considerado como un agregado deseable a la 
Ley Modelo, ya que “intensifica la eficacia del 
procedimiento arbitral” (31).

Por ejemplo, en América Latina, la Ley Pe-
ruana de Arbitraje de 2008 establece en su 
artículo 48 inc.  4 que toda medida cautelar 
ordenada por un tribunal arbitral cuyo lugar 
se halle fuera del territorio peruano podrá 
ser reconocida y ejecutada en los mismos tér-
minos establecidos para el reconocimiento y 
ejecución de laudos extranjeros previstos en 
los artículos 75, 76 y 77. Asimismo, la norma 
aclara que “La autoridad judicial que conoce 
de la ejecución de la medida cautelar podrá 
rechazar la solicitud, cuando la medida cau-
telar sea incompatible con sus facultades, a 
menos que decida reformular la medida para 
ajustarla a sus propias facultades y proce-
dimientos a efectos de poderla ejecutar, sin 
modificar su contenido ni desnaturalizarla” 
(art. 48 inc. 4 ap. e).

Por su parte, el art.  88 de la ley colom-
biana 1563 de 2012 dispone, en materia de 
arbitraje internacional, que: “Toda medida 
cautelar decretada por un tribunal arbi-
tral será vinculante sin necesidad de pro-
cedimiento alguno de reconocimiento y, 
salvo que el tribunal arbitral disponga otra 
cosa, su ejecución podrá ser solicitada ante 
la autoridad judicial, cualquiera que sea el 
Estado en donde haya sido decretada...”. El 
art. 89 regula las causales de denegación de 
la ejecución, distinguiendo la denegación a 
pedido de parte o de oficio. En este sentido, 
el art.  89 establece que el tribunal judicial 
podrá denegar la ejecución de una medida 
cautelar a pedido de la parte afectada por 
las siguientes causales: i) para el momento 
del acuerdo de arbitraje la parte perjudi-
cada por la medida estaba afectada por in-
capacidad, o dicho acuerdo no es válido en 
virtud de la ley a la que las partes lo han so-
metido, o si nada se hubiera indicado a este 
respecto, en virtud de la ley del país en que 
se haya decretado la medida; o (ii) la parte 
afectada no fue debidamente notificada de 
la iniciación de la actuación arbitral; o (iii) la 

decisión se refiere a una controversia no 
prevista en el acuerdo de arbitraje o contie-
ne decisiones que exceden los términos del 
acuerdo de arbitraje; o iv) la composición 
del tribunal arbitral o el procedimiento ar-
bitral no se ajustaron al acuerdo celebrado 
entre las partes o, en defecto de tal acuer-
do, no se ajustaron a la ley del país donde se 
tramita el arbitraje, siempre que por ello se 
haya privado a dicha parte de su derecho de 
defensa en relación con lo dispuesto en la 
medida cautelar; o v) no se ha cumplido la 
decisión del tribunal arbitral sobre la pres-
tación de la caución que corresponda a la 
medida cautelar decretada; o vi) la medida 
cautelar ha sido revocada o suspendida por 
el tribunal arbitral o, en caso de que esté 
facultado para hacerlo, por una autoridad 
judicial del Estado en donde se tramite el 
procedimiento de arbitraje o conforme a 
cuyo derecho se decretó dicha medida. El 
tribunal judicial también podrá denegar de 
oficio el reconocimiento y ejecución de la 
medida cautelar cuando i) según la ley co-
lombiana el objeto de la controversia no es 
susceptible de arbitraje; o ii) la ejecución de 
la medida sería contraria al orden público 
internacional colombiano.

El Acuerdo sobre Arbitraje Comercial In-
ternacional del Mercosur establece un proce-
dimiento complejo para obtener la ejecución 
en un Estado parte de una medida cautelar 
decretada por un tribunal arbitral con sede 
en otro Estado parte, y que exige —entre 
otras cosas— la intervención de un tribunal 
judicial del país de la sede del arbitraje. En 
efecto, el art. 19.4 establece que:

“Las solicitudes de cooperación cautelar 
internacional dispuestas por el tribunal ar-
bitral de un Estado Parte serán remitidas al 
juez del Estado de la sede del tribunal arbi-
tral a efectos de que dicho juez la trasmita 
para su diligenciamiento al juez competen-
te del Estado requerido, por las vías previs-
tas en el Protocolo de Medidas Cautelares 
del MERCOSUR, aprobado por Decisión 
del Consejo del Mercado Común Nº27/94. 
En este supuesto, los Estados podrán decla-
rar en el momento de ratificar este Acuerdo 
o con posterioridad que, cuando sea necesa-
ria la ejecución de dichas medidas en otro 
Estado, el tribunal arbitral podrá solicitar 
el auxilio de la autoridad judicial competen-
te del Estado en el que deba ejecutarse la 
medida, por intermedio de las respectivas 
autoridades centrales o, en su caso, de las 
autoridades encargadas del diligenciamien-
to de la cooperación jurisdiccional interna-
cional.”

Fuera del ámbito de este acuerdo rige el 
ya mencionado art.  1655 del Código Civil y 
Comercial que establece, en su parte perti-
nente, que “La ejecución de las medidas cau-
telares y en su caso las diligencias prelimi-
nares se debe hacer por el tribunal judicial”. 
A diferencia de la Ley Modelo, el art.  1655 
no aclara que podrá realizarse la ejecución 
de la medida cautelar “cualquiera que sea el 
Estado en donde haya sido ordenada”, con 
lo cual no queda claro si resulta posible —en 
los términos del art.  1655— ejecutar en los 
tribunales argentinos una medida cautelar 

decretada por un tribunal arbitral con sede 
en otro Estado.

Al respecto, es interesante observar que 
algunos países como Suiza o Alemania, en los 
que la ley aplicable reconoce genéricamente 
la posibilidad de ejecutar las medidas caute-
lares dictadas por un tribunal arbitral —pero 
sin aclarar expresamente que ello incluye las 
medidas adoptadas por tribunales arbitrales 
con sede en otro Estado—, la doctrina ma-
yoritaria considera admisible dicha ejecu-
ción (32).

De manera tal que sería posible adoptar 
una interpretación similar en Argentina y ad-
mitir la ejecución de medidas cautelares de-
cretadas por tribunales arbitrales con sede 
en el extranjero, con sustento en el art. 1655 
del Código Civil.

Sin perjuicio de ello, el proyecto de ley de ar-
bitraje internacional preparado por el Minis-
terio de Justicia y Derechos Humanos —basa-
do en la Ley Modelo— establece en su art. 56 
que: “Toda medida cautelar ordenada por un 
tribunal arbitral se reconocerá como vincu-
lante y, salvo que el tribunal arbitral disponga 
otra cosa, será ejecutada al ser solicitada tal 
ejecución ante el tribunal competente, cual-
quiera que sea el Estado en donde haya sido orde-
nada, y a reserva de lo dispuesto en la Sección 
2ª del presente Capítulo” (33). De aprobarse 
finalmente este proyecto, el debate acerca de 
la posibilidad de ejecutar medidas cautelares 
adoptadas por tribunales arbitrales en el ex-
tranjero quedará clausurado.

III. Conclusión

Los tribunales judiciales han rechazado, 
en general, la posibilidad de ejecutar me-
didas cautelares o provisionales dictadas 
por tribunales arbitrales al amparo de la 
Convención de Nueva York. Por ello, la 
sanción de leyes de arbitraje que contem-
plen expresamente la posibilidad de reco-
nocer y ejecutar medidas cautelares dicta-
das por tribunales arbitrales con sede en 
otro país constituye un avance muy positi-
vo tendiente a asegurar la eficacia del pro-
cedimiento arbitral. Si bien el art. 1655 no 
veda esta posibilidad, sería deseable que 
se aclare expresamente —como lo hace 
el proyecto de ley de arbitraje internacio-
nal— que los tribunales argentinos son 
competentes para ordenar la ejecución de 
dichas medidas. l
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NOTA A FALLO

Aduana
Revocación de la multa por declaraciones 
inexactas. Doctrina de la Corte Suprema 
aplicada al caso.

Hechos: El Tribunal Fiscal de la Nación 
confirmó la resolución del administrador 
de la Aduana local por medio de la cual 
se condenó a una empresa exportadora y 
al despachante de aduana al pago de una 

multa por haber manifestado en la de-
claración “post embarque” una cantidad 
mayor de mercadería que la efectivamen-
te embarcada. La Cámara revocó la deci-
sión. La DGA interpuso recurso extraor-
dinario, que al ser denegado, dio lugar a 
la queja. La Corte Suprema de Justicia de 
la Nación declaró inadmisible el remedio 
procesal.

	 La queja interpuesta contra la sen-
tencia que revocó la multa impuesta 

a una exportadora y al despachante 
de aduana por haber manifestado en 
la declaración “post embarque” una 
cantidad mayor de mercadería que 
la efectivamente embarcada debe ser 
desestimada, pues el fallo impugnado 
se adecuó a la doctrina de la Corte Su-
prema sentada en “Petrobras Energía” 
—06/03/2014; AR/JUR/1688/2014— en 
relación a la interpretación del art. 954, 
inc. a) del Cód. Aduanero, y la aplicó a 
las circunstancias fácticas del caso que 

fueron valoradas sin incurrir en arbi-
trariedad.

119.861 — CS, 04/10/2016. - Aceitera Gene-
ral Deheza SA (TF 29218-A y acum.) c. DGA.

[Cita online: AR/JUR/65005/2016]

[El fallo in extenso puede consultarse en el Dia-
rio LA LEY del 28/10/2016, p. 5, Atención al 
Cliente, www.laleyonline.com.ar o en Proview]

Creaciones reglamentarias que la Aduana asimila  
a declaraciones aduaneras comprometidas 
SUMARIO: I. El precedente “Petrobras” de la Corte Suprema y su relación con este caso. — II. La declaración aduanera y sus características. — 
III. La inexactitud deslizada en la denominada declaración “post-embarque” no es idónea para constituir la infracción aduanera de declaración 
inexacta. — IV. Hacer justicia sin abandonar el precedente. — V. Conclusiones.

 Enrique C. Barreira

I. El precedente “Petrobras” de la Corte Supre-
ma y su relación con este caso

El 4/10/16, la Corte Suprema se pronunció 
en el caso “Aceitera General Deheza” (que 
en adelante denominaremos “AGD”) que es 
objeto de este comentario. Cuando el control 
ejercido por la Aduana sobre la mercadería 
cargada a bordo del medio de transporte 
arroja menor cantidad, peso o volumen que 
el declarado en la solicitud aduanera de ex-
portación, las regulaciones de Aduana (1) 

establecen que el exportador debe efectuar 
una declaración “post-embarque” en la cual 
debe indicar la cantidad realmente conta-
bilizada por el guarda aduanero. Dado que 
en el caso hubo carga por menor cantidad, 
el exportador debió presentar una decla-
ración “post-embarque”, que no indicaba 
correctamente esa diferencia. Por ello se le 
imputó la infracción de declaración inexacta 
y se debatió si en ese caso le correspondía 
exención de pena, porque la inexactitud no 
era comprobable de la simple lectura de esa 

declaración, como lo exige el art. 959, inc. a) 
del Cód. Aduanero (2), sino que surgía del 
cotejo de ésta con su documentación com-
plementaria.

La Corte Suprema ya se había pronuncia-
do sobre ese mismo tema un año y medio an-
tes en el caso “Petrobras Energía S.A. (TF 
21.509-A)” del 06/03/14 (que en adelante 
denominaremos “Petrobras”), caso sobre el 
que sostuve que, dadas sus características, 
casi idénticas a las del que ahora comenta-
mos, la discusión sobre la procedencia de 
exceptuar de punición a los imputados o de 
aplicarles una eventual atenuación, resul-

taba ociosa, pues la infracción no se había 
cometido (3). Muchos esperábamos un nuevo 
pronunciamiento que aclarara o rectificara 
el precedente “Petrobras” que sentíamos in-
justo. El mismo tema vuelve al candelero en 
“AGD”, y si bien el modo en que es resuelto 
parece reflejar la intención de rectificar el 
camino anterior, su planteo conspiró contra 
ello dejando, a nuestro juicio, sin resolver la 
cuestión de fondo.

En ambos casos, al encuadrar la Aduana 
al hecho como una declaración aduanera 
inexacta por un error cometido por el decla-
rante, la Corte Suprema revitaliza la tradicio-
nal doctrina de nuestros tribunales federales, 
según la cual, a los fines de la exención de la 
pena aplicable, es necesario que “la inexacti-
tud fuere comprobable de la simple lectura de la 
propia declaración” (4). Distinguió este caso 

Título: Seguros y Código Civil  
y Comercial
Autor: Waldo Sobrino
Editorial: La Ley, Buenos Aires, 
2016

La obra que comentamos es la continuidad 
del Profesor Sobrino en el tema de seguros 
donde ha profundizado diversos aspectos 
vinculados con los usuarios, compañías de 
seguros y diversidad de seguros con alta cali-
dad académica y pragmática.

El Tomo I aborda la nueva posición de los 
usuarios y consumidores de seguros en el Có-
digo Civil y Comercial buscando la coordina-
ción de la Ley de Derechos del Consumidor, 
la Ley de Seguros y la Ley de Tránsito. Real-
mente un trabajo de coordinación encomia-
ble donde los abogados, investigadores y ma-
gistrados encontrarán reflexiones valiosas 
en el análisis y la resolución de casos.

En un segundo capítulo aborda los nuevos 
paradigmas de la responsabilidad civil en el 

Código Civil y Comercial con profundidad 
destacando las funciones de prevención y de 
atribución de los factores subjetivos y obje-
tivos. 

En los capítulos tercero y cuarto aborda 
la contratación; su relación con las conexi-
dades contractuales y los seguros donde 
el lector podrá informarse de los nuevos 
principios y de las modificaciones relativas 
al contrato de seguros en el Código Civil y 
Comercial.

En un capítulo especial analiza la posición 
de los derechos y obligaciones de las vícti-
mas de siniestros frente a las compañías de 
seguros. Análisis completo sobre las primas, 
pólizas y posibilidades de eximición de las 
aseguradoras.

Hacia el final del Tomo I aborda lo relati-
vo a la prescripción de las acciones, con mi-
nuciosidad, dada la complejidad con que ha 
quedado el tema en su relación con la Ley de 
Seguros, la Ley de Derechos del Consumidor 
y el Código Civil y Comercial. 

El Tomo II estudia las cláusulas abusivas 
de los contratos de seguros, especialmente la 

denominada cláusula claims made, que tantos 
problemas ha tenido en la aplicación de las 
coberturas.

En el Capítulo XVI incorpora los deberes 
de prevención y de salvamento a que están 
las compañías de seguros obligadas, y su in-
cumplimiento. En el capítulo siguiente lo re-
lativo a las caducidades y a las exclusiones de 
cobertura, coordinándolas con normativas 
de orden público.

En el capítulo XVIII trata un tema esen-
cial para las políticas económicas del Estado 
como son los seguros relativos a las empre-
sas, los seguros especiales, los reaseguros, y 
los aspectos internacionales del seguro y del 
reaseguro.

Un capítulo especial y de alta profundidad 
académica y práctica está dedicado a la apli-
cación de los daños punitivos; los requisitos 
para su aplicación y la posibilidad de su ase-
guramiento.

Culmina la obra con un aporte de jurispru-
dencia sistematizada donde el lector podrá 
encontrar analizadas las principales senten-
cias que hacen al trabajo de los abogados y a 

la defensa de los intereses de los asegurados 
y de las víctimas.

Sin duda se trata de una imprescindible 
obra para todos los que en torno de los segu-
ros realizan su actividad desde cualquiera de 
los intereses que defiendan.

A pesar que me comprendan las generales 
de la ley, porque mi amistad con el Dr. Sobri-
no es desde larga data y con especial afecto, 
considero que la madurez y la profundidad 
académica del autor y de la obra hablan por 
sí sola de su importancia.

Ello no me inhibe no sólo de hacer este 
comentario, sino de estar orgulloso y de ser 
un admirador por su sacrifico y dedicación 
a la docencia en temas de seguros y soste-
ner que esta obra tiene la importancia de 
ser una culminación de su sabiduría y de 
su dedicación, y sólo la mitad de un camino 
que seguramente dará muchos frutos supe-
riores.

Carlos A. Ghersi
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cual ella recayera hubiera sido objeto de las opciones a 
la que aluden los arts. 234 apartado 3 o 332 apartado 3 
de este Código”.

(3) Por dicha razón la nota se tituló “El rechazo de 
la atenuación de una pena que no debió haber existido 
por ausencia de infracción”. Se publicó en la Revista de 

Estudios Aduaneros, del Instituto Argentino de Estudios 
Aduaneros, Nº 22, Segundo semestre de 2015, p. 311. 

(4) El error evidente que daba lugar a la absolución 
según el entonces vigente art. 1053 de las Ordenanzas de 
Aduana (ley 810 de 1876) era, según la jurisprudencia, “el 
que surge de la redacción del documento mismo en que 
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de aquellos en que el declarante al tramitar 
el despacho, solicita la rectificación antes 
que estuviera en condiciones de enterarse 
que la declaración o la mercadería sería ob-
jeto de control aduanero o antes que la mer-
cadería hubiera sido ya librada; pues según 
los arts.  225 y 322 del Cód. Aduanero (5), en 
estos últimos supuestos, la inexactitud para 
la excepción de pena puede surgir no sólo de 
la simple lectura de la propia declaración, 
sino también de los documentos complemen-
tarios a la declaración.

En “Petrobras” el Tribunal se apartó del 
correspondiente dictamen de la Procuradora 
Fiscal del 06/02/13 que, haciendo hincapié en 
los propios dictámenes anteriores (6) había 
expresado “...tal como lo sostuve... estimo que 
los arts. 224 y ss. y 321 y ss., conducen a la correc-
ta inteligencia de las normas en juego, en cuanto 
establecen que la declaración contenida en una 
solicitud de importación o exportación —según 
cada caso— ‘es inalterable una vez registrada y 
el servicio aduanero no admitirá del interesado 
rectificación, modificación o ampliación alguna, 
salvo las excepciones previstas en este Código’. 
En especial hay que reparar en que el art.  322 
habilita al servicio aduanero a autorizar la 
rectificación, modificación o ampliación de la 
declaración cuando su inexactitud hubiera podi-
do configurar una infracción aduanera, siempre 
que ella fuera comprobable de su simple lectura 
‘o de sus documentos complementarios’ y fuera 
solicitada con anterioridad a que la diferencia 
hubiera sido advertida por cualquier medio por 
dicho servicio... De la interpretación conjunta de 
estas normas entonces, se colige que la ‘simple 
lectura puede ser tanto de la propia declaración 
como, inclusive, de los documentos complemen-
tarios de ella’”.

En el caso “AGD”, la Corte Suprema debió 
manifestarse dos veces, una el 12/08/14 y otra 
el 04/10/16 y ambos han pivotado sobre el an-
terior caso “Petrobras” del 06/03/14 (similar 
a éste) pues, tanto en uno como en el otro:

a) El exportador solicitó la destinación de 
exportación para consumo por un volumen 
medido en peso superior al que finalmente 
se embarcó (lo que no es punible a tenor del 
art. 346 del Cód. Aduanero);

b) La diferencia fue constatada por el guar-
da aduanero en el momento de la carga;

c) La diferencia fue asentada por el guarda 
aduanero en el correspondiente “cumplido de 
embarque” inserto en la “solicitud aduanera 
de exportación” (comúnmente denominada 
“permiso de embarque”);

d) Luego, el exportador presentó la “decla-
ración post-embarque”, exigida por la perti-
nente resolución aduanera y al hacerlo come-
tió el error de transcribir mal el resultado de la 
carga, antes constatado por la Aduana y asen-
tado por ésta en el “cumplido de embarque”;

e) Posteriormente la Aduana advirtió di-
cho error y consideró que se había cometido una 
declaración inexacta en los términos del art. 954 
del Cód. Aduanero, instruyendo el sumario co-
rrespondiente y aplicando una severa multa.

En “AGD” luego de que el caso fuera resuel-
to por el Tribunal Fiscal, fue objeto de dos fa-
llos de la Cámara Nacional en lo Contencioso 
Administrativo Federal y de sendos fallos de 
la Corte Suprema. El primer pronunciamien-
to de Cámara (Sala IV) revocó la condena 
aduanera y fue, a su vez, revocado por la Cor-
te Suprema en ocasión de plantear la Adua-
na recurso extraordinario por no haberse 
atenido a la doctrina del caso “Petrobras”. El 
Alto tribunal ordenó el dictado de un nuevo 
pronunciamiento por la Cámara, que lo hizo 
por su Sala III, reiterando la revocación de 
la condena aunque invocando el precedente 
“Petrobras”. No obstante la Aduana conside-
ró que el referido precedente no había sido 
realmente respetado, planteando el recurso 
extraordinario que al ser rechazado por la 
Cámara dio motivo a una queja por recurso 
denegado ante la Corte Suprema, la que lo 
abrió, llevando así, la Aduana nuevamente 
el mismo caso a la Corte. Finalmente ésta, 
tras el dictamen de la Procuradora Fiscal del 
03/02/16, por sentencia del 04/10/16 conva-
lidó el segundo fallo de la Cámara y dejó sin 
efecto la sanción.

II. La declaración aduanera y sus características

Sin duda el primer punto de interés radica 
en saber si en estos casos se configura real-
mente una declaración aduanera inexacta 
a tenor del tipo infraccional del art.  954 del 
Cód. Aduanero. Si bien me ocupé antes de 
ese tema, nuevamente me referiré a las ra-
zones que me inclinan a ratificar mi posición 
negativa en relación con ese encuadre del 
debate, lo que nos obligará a ahondar en la 
institución de la declaración previa en mate-
ria aduanera.

El vocablo “declaración aduanera” es usual-
mente utilizado en, al menos, dos diferentes 
acepciones que tiene sentido destacar (7):

a) Una es la que corresponde al acto me-
diante el cual el importador o el exportador 
peticiona a la Aduana que ésta le brinde de-
terminado tratamiento aduanero a la mer-
cadería que importa o exporta. Se solicita a 
la Aduana que dicte un acto administrativo 
autorizando lo requerido. La solicitud genera 
un procedimiento constitutivo del acto que 
admita o deniegue lo solicitado (8). Su esencia 
no es otra que una “declaración de voluntad” 
del importador o exportador que podrá ser 
aceptada, concediendo el régimen solicitado 
para esa mercadería, o rechazada como, por 
ejemplo, si la destinación u operación soli-
citada se encontrara prohibida por el orde-
namiento.

b) La otra acepción es la que corresponde 
a la declaración que el importador o expor-
tador realiza, dando a conocer al servicio 
aduanero los elementos necesarios para indi-
vidualizar, clasificar, y valorar la mercadería, 
con el fin de agilizar el trámite del despacho. 
Se trata de una “declaración informativa”. Es 
la declaración aduanera propiamente dicha. 
En ella se hace una afirmación sobre las ca-
racterísticas de la mercadería y, por ende, 
es susceptible de ser “verdadera” o “falsa”, 
dando lugar a la figura de la “declaración 

inexacta” contemplada en el art. 954 del Cód. 
Aduanero, mientras que la “solicitud”, al ser 
una manifestación de voluntad podrá ser ju-
rídicamente “válida” o “inválida”, pero nunca 
“verdadera” o “falsa”.

En nuestra ley la solicitud y la declaración 
se presentan en un solo instrumento (ver 
arts.  234 aps. 1 y 2 y art.  332 aps. 1 y 2, del 
Cód. Aduanero), por lo que la solicitud de ex-
portación (que es la que nos interesa en este 
trabajo), lleva anexa una declaración con las 
características de la mercadería, tales como 
naturaleza, especie y calidad (usualmente 
referidas en la posición arancelaria que las 
engloba numéricamente); así como también, 
estado, cantidad, peso o volumen, origen, pro-
cedencia, precio y condiciones de la operación 
subyacente. Estos datos permiten la debida 
clasificación y valoración de la mercadería 
por parte de la Aduana. La “clasificación” per-
mite determinar si la mercadería está sujeta 
a eventuales prohibiciones, restricciones o 
tributos y, en este último caso, cuál es el tipo 
de tributo y la alícuota “ad valorem” aplicable. 
Por su parte, la “valoración” permite determi-
nar la base imponible sobre la que debe apli-
carse la referida alícuota “ad valorem” y deter-
minar así el importe del tributo aplicable.

Desde 1866 las Ordenanzas de Aduana 
sentaron dos principios que son la base del 
sistema aduanero moderno: la “declaración 
previa” y el “despacho en confianza”. Una ac-
túa en función de la otra. La declaración de la 
mercadería es previa al examen que de ella 
haga la Aduana y es necesaria para permitir 
la autorización que se solicita. La Aduana 
exige una declaración “veraz” y “completa”, 
que le permita conocer de antemano el tra-
tamiento aduanero de la mercadería que se 
introduce o se extrae del territorio aduanero.

Las grandes cantidades de mercadería que 
hoy en día son importadas y exportadas, así 
como su variedad y su complejidad tecnoló-
gica, no permiten compatibilizar su verifica-
ción exhaustiva, con la rapidez que requiere 
el comercio internacional. Por ello es necesa-
ria cierta dosis de confianza de la Aduana en 
la buena fe con que los operadores privados 
hacer su declaración. Ello requiere de opera-
dores (importador, exportador, despachante 
o agente de transporte aduanero) que sean 
confiables. Deben ser personas inscriptas 
en registros especiales de la Aduana; deben 
reunir ciertos requisitos sin los cuales no 
pueden desarrollar esas funciones (ausencia 
de antecedentes reprochables, solvencia eco-
nómica y conocimientos técnicos especiales), 
que se encuentran establecidos en los arts. 36 
a 111 del Cód. Aduanero. Se hallan, además, 
sujetos a sanciones específicas en caso de in-
currir en faltas a su deber de lealtad con el 
servicio aduanero.

Éste es el escenario del “despacho en con-
fianza” que, entre otras cosas, permite que 
mediante cierto sistema de selectividad el 
operador pueda, en un gran porcentaje de 
los casos, librar a plaza la mercadería sin que 
ésta sea verificada por la Aduana, en la con-
fianza que los dichos de su declaración son 
verdaderos. Como contrapartida, la falta de 

veracidad y de exactitud de esa declaración 
configura la infracción de declaración inexac-
ta, castigada severamente en el art.  954 del 
Cód. Aduanero. Ésta es la infracción de que 
trata el caso que comentamos.

En la exportación, la solicitud de destina-
ción (con la declaración adjunta a él) se pre-
senta, y la mercadería se examina antes de la 
carga a bordo del medio de transporte. Si la 
mercadería es remitida a la terminal portua-
ria para su carga en un buque, como sucedió 
en los casos analizados, al llegar la mercade-
ría ya está embalada y verificada en cuanto 
su naturaleza, especie y calidad y el guarda 
de ribera sólo “pesa, cuenta y mide” los bul-
tos o contenedores. En este caso, tratándose 
de mercadería a granel, la mercadería suele 
ser cargada directamente desde el silo o tan-
que, y el volumen se determina por el peso 
obtenido por balanzas especialmente contro-
ladas por los órganos oficiales especializados.

El guarda aduanero, al controlar la car-
ga, determina si se cumplió conforme con 
lo declarado o no. Al asiento que surge de 
esta constatación se lo denomina “cumplido 
de embarque”. Es un acto administrativo 
de constatación (9), pues el agente aduanero 
deja constancia de las cantidades realmente 
cargadas a bordo o, si se trata de salida en 
camión por la frontera, directamente egresa-
das en los vehículos que salen del territorio 
aduanero. En el caso, el guarda aduanero 
asentó dicho dato en la solicitud de exporta-
ción (permiso de embarque) y lo registró en 
el sistema informático aduanero (SIM).

El art.  346 del Cód. Aduanero establece: 
“El exportador puede embarcar mercadería en 
menor cantidad que la declarada en la solicitud 
de destinación de exportación para consumo, 
siempre que, una vez concluida la descarga, die-
re aviso al servicio aduanero para su constata-
ción y registro en el correspondiente permiso”. 
De la lectura de este artículo se desprenden 
las siguientes conclusiones:

a) En primer lugar, la norma permite que 
el exportador cargue mercadería a bordo por 
menor cantidad que la declarada en la solici-
tud de exportación sin que ello sea punible. 
La posibilidad que se le da al exportador de 
cargar en menor cantidad, peso o volumen 
apunta a evitar los problemas que implican 
las posibles diferencias entre lo declarado y 
lo que le es remitido al exportador al puer-
to, aeropuerto o lugar de salida. Si resultara 
en mayor cantidad, peso o volumen que el 
declarado, el exportador siempre tendrá la 
posibilidad de detraer de la partida los bultos 
o volúmenes sobrantes a fin de no incurrir 
en una exportación punible. Esa detracción 
puede no ser precisa (máxime si la partida 
está constituida por bultos que no pueden ser 
fragmentados y el retiro de algunos de ellos 
no permite entonces, una coincidencia per-
fecta con el peso oportunamente declarado), 
razón por la cual si resultara finalmente en 
menor cantidad, no incurriría en declaración 
inexacta (10);

se solicita el despacho o con el cual se hace la operación 
del caso”, de manera que la diferencia pudiera ser adver-
tida al revisar el documento sin necesidad de verificar la 
mercadería: ver BASALDÚA, Ismael, “Legislación Pe-
nal Aduanera”, Buenos Aires, 1923, Capítulo 4, acápite 
2, p. 53.

(5) Tratándose de exportación, importa aquí el 
art. 322 del Cód. Aduanero (con las modificaciones in-
troducidas por la ley 25.986), que establece: “1. El ser-
vicio aduanero autorizará la rectificación, modificación 
o ampliación de la declaración aduanera, cuando la in-
exactitud fuere comprobable de su lectura o de la de 
los documentos complementarios anexos a ella y fuera 
solicitada con anterioridad: a) A que se hubiera dado a 
conocer que la declaración debe someterse al control 

documental o a la verificación de la mercadería; o b) Al 
libramiento, si se la hubiera exceptuado de los contro-
les antes mencionados. 2. La rectificación, modificación 
o ampliación también procederá, bajo las condiciones 
previstas en el encabezamiento del apartado 1, con pos-
terioridad al libramiento y hasta: a) la carga de la mer-
cadería a bordo del medio de transporte que fuere a par-
tir con destino inmediato al exterior, cuando se utilizare 
la vía acuática o aérea; o b) que el último control de la 
aduana de frontera hubiese autorizado la salida del me-
dio de transporte, cuando se utilizare la vía terrestre. 3. 
Asimismo, el servicio aduanero podrá autorizar la rec-
tificación, modificación o ampliación de la declaración 
aduanera siempre que la misma no configure delito o 
infracción”.

(6) La Procuración General de la Nación ya se había 
pronunciado en este sentido en el caso “Calvo, Raúl c. 
Frimetal S.A.”, Fallos: 333:300 del 23/03/2010, y tam-
bién en el caso “Ramos, Alfredo Eduardo (T.F. 21,785-A) 
c. D.G.A.” (R.494, XLVII) del 1º/02/2014.

(7) He desarrollado esta cuestión en el trabajo “La 
solicitud de destinación aduanera y la declaración adua-
nera”, Revista de Estudios Aduaneros, Nº 14, segundo se-
mestre de 2000, Instituto Argentino de Estudios Adua-
neros, Buenos Aires (se puede consultar en el sitio web 
del Instituto).

(8) Se denomina procedimiento administrativo “cons-
titutivo” a aquél en el cual el administrado, a través de 
un pedido o solicitud, pone en marcha la voluntad de la 
administración con el fin de generar o “constituir” el 

acto administrativo pretendido (GORDILLO, Agustín, 
“Procedimiento y Recursos Administrativos”, Jorge Al-
varez Editor, Bs. As., 1963, p. 19; BARREIRA, Enrique, 
“Procedimiento administrativo y su relación con el De-
recho Aduanero”, Capítulo XXXVI en la obra colectiva 
“Procedimiento Administrativo”, dirigida por POZZO 
GOWLAND, H. - HALPERIN, D. - AGUILAR VALDÉZ, 
O. - LIMA, F. - CANOSA, A., Ed. La Ley, Bs. As., 2011, t. I, 
ps. 1392/1393.

(9) DIEZ, Manuel M., “Derecho Administrativo”, Bi-
bliográfica Omega, Bs. As., 1965, t. II, p. 230.

(10) Antes que rigiera el Código Aduanero la Sala I 
de la Cámara Nacional en lo Cont. Adm. Federal había 
sentado este criterio en autos “Jarmoluk, Teodoro” del 
10/04/72.
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b) En segundo lugar, el exportador debe 
dar aviso de la diferencia al servicio adua-
nero. Esta comunicación debe hacerse lue-
go de concluida la descarga y debe permitir 
la constatación aduanera. Cuando la norma 
menciona a la “descarga”, está refiriéndose a 
la transferencia desde el medio de transporte 
local al medio de transporte internacional en 
el cual se va a realizar la exportación, lo que 
suele producirse en el puerto, aeropuerto o 
lugar de carga de este último vehículo. El 
aviso previo dependerá de las características 
del lugar de la transferencia de la carga. Si 
la balanza se encuentra en la planta del ex-
portador y llega una carga en menor canti-
dad que la declarada, la advertencia debe ser 
anterior, pero si la báscula que permite de-
terminar la diferencia de peso se encuentra 
en el mismo puerto o aeropuerto en el que 
se produce la transferencia de la carga (11), y 
esa medición es la que permite al exportador, 
juntamente con el guarda, advertir la dife-
rencia, es imposible que la advertencia sea 
anterior, pues el exportador y el guarda se 
enterarán en el mismo acto. Nadie está obli-
gado a lo imposible. Piénsese en los puertos 
privados existentes en el Río Paraná en los 
que la misma balanza instalada en el siste-
ma que conduce los granos o el aceite desde 
los silos o los tanques (según el caso), hacia 
el buque, permiten determinar el peso tanto 
al propio exportador para no cargar de más 
como a la Aduana para confeccionar el “cum-
plido de embarque” ¿qué sentido tendría cas-
tigar al exportador por no advertir “antes” 
sobre esa circunstancia si no tiene la posibi-
lidad de hacerlo? La antelación contemplada 
en esta norma sólo se justifica cuando la dife-
rencia pudiera pasar inadvertida. Una inter-
pretación razonable de la norma así lo exige.

No obstante, la destreza en el manejo de la 
interpretación de la ley, propia de los hom-
bres de derecho, no puede ser exigida a los 
agentes aduaneros que se suelen regir por la 
literalidad de la regla sin hurgar en las valo-
raciones que la inspiran; en parte porque es 
una tarea que requiere de conocimientos de 
hermenéutica jurídica y, en parte, porque 
las conclusiones a las que pudieran arribar 
podrían ser dispares y conspirar contra la 
uniformidad en el trato masivo propio del 
ámbito aduanero.

La ley exige un “aviso” del exportador 
cuando se carga menor cantidad, peso o vo-
lumen, pero no una “declaración” aduanera 
o, al menos, no con el carácter con que ese 
vocablo es conocido técnicamente en mate-
ria aduanera. Sin embargo, las resoluciones 
aduaneras, que sólo pueden reglamentar la 
ley pero no enmendarla o reemplazarla so 
pretexto de complementarla, han exigido (y 
siguen exigiendo), una “declaración de post-
embarque”. Hay quienes sostienen que el 
“post-embarque” es una “declaración”. Sin 
duda que ello encuadra en una acepción am-
plia del término “declaración”. Pero como es-
tamos hablando de un instituto que en mate-
ria aduanera posee características específi-
cas, me permito sostener que esa afirmación 
sin mayor aditamento no parece apropiada, 
dando lugar a confusiones (12). En la jerga 
aduanera el término “declaración” es con-
siderado en el sentido de “declaración com-
prometida”; esto es, tiene el significado que 
el vocablo “declaración” asume en el art. 954 
del Código Aduanero, pues da lugar a la apli-
cación de penas por su eventual inexactitud y 
considero que ello no es aplicable a la llama-
da declaración “post-embarque”; sin embar-

go, fue tomado por la Aduana en ese sentido, 
dando lugar a consecuencias penales y al difi-
cultoso proceso que aquí comentamos.

III. La inexactitud deslizada en la denominada 
declaración “post-embarque” no es idónea para 
constituir la infracción aduanera de declaración 
inexacta

El “cumplido de embarque” no estaba de-
finido en la ley. El art. 405 del Cód. Aduane-
ro, teniendo en cuenta un lenguaje de vieja 
raigambre aduanera, se refiere a él como 
el “cumplido de los documentos de embarque”, 
pues se trata de determinar si la cantidad, 
peso o volumen cargado, es consistente con 
lo declarado en el momento de registrarse la 
solicitud de destinación de exportación. Es, 
como vimos, un “acto administrativo” que se 
limita a constatar o comprobar una situación 
de hecho.

Sólo en caso que de esa comprobación 
aduanera surgiere una diferencia por menor 
carga, el exportador está obligado a formular 
una declaración “post embarque” que es rea-
lizada, entonces, y como su mismo nombre lo 
indica, luego que la menor cantidad, peso o 
volumen es detectada por la Aduana (13). La 
declaración “post-embarque” no es entonces 
“anterior” a la comprobación de la cantidad 
de la carga, sino “posterior” a ella y tiene sola-
mente por finalidad repetir lo que la Aduana 
ha comprobado. Además, el art. 406 del Cód. 
Aduanero exige que la Aduana sólo admita la 
carga si la mercadería ya hubiera sido des-
pachada, lo que significa que la oportunidad 
de la verificación ya pasó, quedando el trámi-
te del despacho concluido y manteniéndose 
pendiente solamente la comprobación de que 
los bultos o cantidad a granel documentada 
fuera realmente cargada.

Por lo tanto la obligación del exportador 
en el “post-embarque” se limita a transcribir 
lo ya constatado por la Aduana. No se trata, 
entonces de una información que la Aduana 
necesite para cumplir con sus deberes. Tam-
poco es una declaración de lo que se va a car-
gar, sino respecto de lo ya comprobado por la 
Aduana al momento en que se cargó.

Nos preguntamos cuál es la razón de ser 
de esta “declaración”. Una de las respuestas 
que se pueden obtener en el sector aduane-
ro es que serviría para dejar constancia del 
hecho en el sistema informático aduanero. 
No parece una respuesta convincente por-
que eso se realiza ya con el ingreso del pro-
pio “cumplido de embarque” en el sistema 
informático aduanero. Otra respuesta es que 
quizá la Aduana quiera la conformidad del 
exportador con el peso, cantidad o volumen 
constatado, a fin de bloquear una eventual fu-
tura discusión sobre los datos determinados 
en el cumplido. Esto tampoco parece necesa-
rio porque sería quitarle sus efectos al acto 
de comprobación, en el cual el exportador 
debe hallarse presente (por sí o por su despa-
chante) para hacer los reclamos que fueren 
necesarios (art. 340, Cód. Aduanero)

A diferencia del importador, que declara 
lo que ya ingresó al territorio aduanero, el 
exportador declara lo que aún no salió del 
mismo. Pero los tributos están declarados y 
pagados por un volumen, peso o medida, por 
lo tanto si llega al lugar una carga en exceso 
respecto de la declarada, la única corrección 
posible es, como dijimos, detraer parte de lo 
que se está cargando permitiendo cargar de 
menos advirtiendo de ello a la Aduana. De lo 
contrario podría ser severamente castiga-
do el eventual menor pago de derechos de 

exportación no pagados (si existieran) y un 
menor ingreso de divisas de lo que hubiera 
correspondido.

Cuando la reglamentación de la Aduana 
exige que el exportador formule una decla-
ración de “post embarque”, la posibilidad 
de que la inexactitud pase inadvertida a la 
Aduana es imposible, porque ella ya fue ad-
vertida y la diferencia (no punible), ha queda-
do asentada por la Aduana en el “cumplido”. 
La llamada declaración “post-embarque”, en 
consecuencia no es idónea para hacer incu-
rrir en error a la Aduana y no cabe presumir 
que los funcionarios puedan ser engañados 
mediante la lectura de un dato distinto del 
que ellos mismos han constatado.

Por otra parte la licitud de una declaración 
de exportación por menor cantidad, peso o 
volumen según el art. 346 del Cód. Aduanero, 
no puede convertirse en ilicitud porque un 
reglamento de aduana cree una exigencia al 
exportador de transcripción de lo ya compro-
bado por la Aduana, cuando ello no surge de 
la ley. De aceptarse esto se admitiría que la 
Aduana al establecer por vía reglamentaria 
declaraciones inoficiosas podría crear nue-
vas ocasiones de errores punibles, ampliando 
el campo de lo ilícito más allá de lo que la ley 
ha querido.

La doctrina del art. 959 del Cód. Aduanero, 
está contemplada para declaraciones com-
prometidas de conformidad con lo estable-
cido en el art. 954 del mismo ordenamiento, 
que se encuentra en la Sección XII (“Dispo-
siciones Penales”), Título II (“Infracciones 
aduaneras”) y dentro de éste en el Capitu-
lo Séptimo referido a las “Declaraciones 
inexactas y otras diferencias injustificadas”, 
que abarca los arts. 954 a 961.

En el encabezamiento del art. 954 del Cód. 
Aduanero se establece como conducta típica-
mente punible el de una declaración inexacta 
formulada “para cumplir” con alguna opera-
ción o destinación aduanera; y el Diccionario 
de la Lengua Española define la preposición 
“para” como la que “denota el fin o término 
al que se encamina una acción”. Ello significa 
que la acción de “declarar” debe ser previa 
al fin que es obtener la “autorización” de la 
operación o destinación. Sin embargo, la 
declaración de “post embarque” no es para 
obtener la conformidad aduanera con el fin 
solicitado, sino que es posterior a que ese fin 
ya fuera alcanzado.

La declaración para ser punible debe dife-
rir de lo que resultare de la posterior com-
probación. Dado que en este caso la decla-
ración post-embarque es que el exportador 
re-escriba lo que el guarda aduanero ya com-
probó y escribió, castigar su error no surge 
del reproche por efectuar una declaración 
inexacta sino “no transcribir bien” lo que la 
Aduana ya sabe. Se rebaja la verdadera re-
levancia de la institución de la declaración 
como herramienta del despacho en confian-
za, para aislarla de su función en el sistema 
aduanero y generar una pena por la pena 
misma sin conexión con las valoraciones del 
ordenamiento.

Como conclusión de este capítulo resulta 
claro, pues, que el tipo infraccional descrip-
to en el encabezamiento del art. 954 del Cód. 
Aduanero no es de aplicación a este caso y 
que la declaración llamada “post embarque” 
no puede generar un error en la Aduana que 
posibilite o hubiera podido posibilitar una 
lesión al bien jurídico “control aduanero”, 
porque:

a) La declaración aduanera que castiga el 
art. 954 del Cód. Aduanero debe ser previa al 
embarque, pues su finalidad es que la Adua-
na pueda obviar la verificación confiando 
en ella (“despacho en confianza”) y el “post-
embarque” es posterior a la terminación de 
las tareas del despacho aduanero, cuando la 
Aduana ya constató la menor cantidad;

b) Cuando el “post-embarque” es con-
feccionado, la mercadería fue cargada y ha 
salido del territorio aduanero; consecuen-
temente, no es anterior a las tareas de con-
trol sobre la mercadería y, por ende, carece 
de idoneidad para hacer incurrir en error al 
funcionario aduanero encargado de ellas, que 
es lo que, justamente, castiga el art. 954 del 
Código Aduanero;

c) Teniendo en cuenta que el “post-em-
barque” pone por escrito el resultado de la 
constatación efectuada por la Aduana en el 
“cumplido” de embarque, resulta absurdo 
presumir que esa misma Aduana pueda ser 
engañada con la transcripción de un dato dis-
tinto al que él mismo ha constatado, porque 
la ley no presume la torpeza del Estado;

d) Lo que es lícito por el art. 346 del Cód. 
Aduanero en la primera declaración no 
puede convertirse en hecho ilícito por el 
solo hecho de que se le exija al exportador 
una declaración adicional reabriendo la 
posibilidad de que se pueda deslizar algún 
nuevo error;

e) La ocasión de un error que es considera-
do infracción surge, en el caso del “post-em-
barque”, de una obligación establecida por 
una resolución administrativa que no está 
respaldada por la ley de fondo:

f) La llamada “declaración de post em-
barque” es innecesaria para cumplir con el 
trámite exigido a la salida de la mercadería 
del país que, por otra parte, ya fue exportada 
cuando esa declaración se formula; y

g) El encabezamiento del art. 954 del Cód. 
Aduanero establece como conducta punible 
que haya una declaración “para” con alguna 
operación o destinación aduanera y la prepo-
sición “para” denota el fin o término al que 
se encamina una acción (Diccionario Lengua 
Española) lo que significa que la acción debe 
ser previa a la realización de la operación o 
destinación; lo que sin embargo no sucede en 
el caso del “post embarque”, pues en ese mo-
mento la operación ya terminó.

IV. Hacer justicia sin abandonar el precedente

En el caso “Petrobras” la Corte Suprema 
sostuvo la doctrina tradicional que, para 
aplicar la exención de pena del art.  959, 
inc. a) del Cód. Aduanero, es necesario que 
el error surja de la simple lectura del mis-
mo documento en el que se formalizó la 
declaración. Por lo tanto, si bien la llamada 
declaración de “post-embarque” debía ser 
efectuada por resolución aduanera en un 
documento separado del “permiso de em-
barque” (en el cual ya estaba consignada la 
diferencia a través del “cumplido” del guar-
da aduanero), no podía tomarse en cuenta 
el error evidente que surgía de este último 
documento porque no era el mismo en que 
se había declarado el error.

El fallo “Petrobras” pareciera considerar 
al “permiso de embarque” como documen-
to “complementario” del “post-embarque” 
(ver especialmente el primer párrafo, úl-
tima parte del punto 6º de esa sentencia). 

(11) Ver el caso “Jarmoluk” referido en la precedente 
nota 10.

(12) “El lenguaje ofrece al pensador un sistema de 
signos, que puede emplear en amplia medida para la ex-
presión de sus pensamientos; pero si bien nadie puede 

prescindir de él, representa un instrumento sumamen-
te imperfecto para la investigación rigurosa. La nociva 
influencia de los equívocos sobre la solidez de los razo-
namientos es conocida de todos. El investigador preca-
vido no debe emplear el lenguaje sin tomar precauciones 

técnicas; necesita definir los términos empleados si no 
son unívocos y carecen de significación rigurosa” (HUS-
SERL, Edmund, “Investigaciones lógicas”, traducción 
de M. García Morente y José Gaos, Alianza Editorial, 
Madrid, 2014, t. I p. 48.

(13) La Resolución General (AFIP) 1921 Anexo II, pun-
to 1.1.3 dispone que la declaración “post-embarque” pro-
cede en los supuestos de los arts. 346 o 954, ap. 1, inc. c) 
del Cód. Aduanero.
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Detengámonos en esto. Los arts.  219, 220 y 
453, inc. f) del Cód. Aduanero disponen que 
el importador podrá garantizar la falta de la 
documentación complementaria necesaria 
para autorizar la destinación solicitada. Si 
bien en la parte operativa del Código Adua-
nero referida la exportación, la documenta-
ción complementaria no es prácticamente 
mencionada como tal, no deja por ello de 
tener su relevancia como surge de la impor-
tancia que se le da a los remitos, guías y car-
tas de porte o conocimientos de embarque. 
El término “complementario” significa “que 
sirve para dar complemento, término o perfec-
ción a alguna cosa” y por “complemento”, “la 
perfección, completo o acabamiento que se da a 
alguna cosa”. El documento complementario 
es, entonces, aquel que permite completar 
al documento principal que no es otro que 
el de la declaración. Por lo tanto, pareciera 
que la Aduana, al obligar al exportador a for-
malizar una declaración de “post-embarque” 
que tendría por finalidad dejar en claro la 
rectificación de la declaración (que es el do-
cumento principal), le está dando a aquélla el 
carácter de documento complementario de 
la declaración propiamente dicha. La decla-
ración aduanera formalizada en el cuerpo de 
la solicitud de destinación de exportación no 
es complementaria del post-embarque, sino 
al revés.

En su dictamen en el caso “AGD”, la Procu-
radora Fiscal al apoyar el fallo de la Sala III 
de la Cámara, considera que:

a) La declaración “post-embarque” es do-
cumentación complementaria de la declara-
ción aduanera adjunta a la solicitud de des-
tinación de exportación primitiva (y no a la 
inversa), añadiendo que se integra con ésta, 
pues implica una rectificación que obligato-
riamente debe informarse (punto IX, párrafo 
ubicado en sexto lugar);

b) El referido “post-embarque” carecería 
de razón de existir si no fuera cotejado con 
su necesario antecedente (punto IX, última 
parte del párrafo ubicado en sexto lugar);

c) De la mera lectura de la declaración 
post-embarque no puede apreciarse error al-
guno (punto IX, párrafo ubicado en séptimo 
lugar); y

d) La pretensión de la Aduana haría inapli-
cable el instituto contenido en el inc. a) del 
art.  959 del Cód. Aduanero en cuanto exige 
que el error surja de la propia declaración, 
pues no habría posibilidad de compararlo 
o cotejarlo con otro dato referido al mismo 
concepto (punto X).

La Corte Suprema termina convalidando 
la posición adoptada por el dictamen de la 
Procuradora Fiscal, así como el fallo de la 
Sala III, cuyo sentido práctico no podemos 
dejar de compartir, aun cuando lo sea por 
otros fundamentos. Pese a lo que surgiría del 
dictamen referido en el párrafo anterior, la 
sentencia del alto tribunal finaliza expresan-

do que el fallo apelado no se ha apartado de 
lo dispuesto por esta Corte en su anterior in-
tervención en estos autos, ni ha desconocido 
lo esencial de aquella decisión, asignando a 
la norma federal en juego (art. 959, inc. a, del 
Cód. Aduanero), la inteligencia que estable-
ció en el precedente al que se remitió en su 
anterior pronunciamiento dictado en estos 
autos y la aplicó a las circunstancias fácticas 
del caso que fueron valoradas sin incurrir en 
arbitrariedad.

V. Conclusiones

Nos parece altamente inconveniente que 
so pretexto de reglamentación se dicten 
normas aduaneras que innovan, creando 
obligaciones a cargo de los particulares, exi-
giéndoles la formulación de presentaciones 
que se pretenden asimilar a “declaraciones 
aduaneras” propiamente dichas, sin serlo y 
ampliando el ámbito de lo prohibido sin ley 
que lo autorice.

El análisis que hemos hecho sobre el insti-
tuto de la “declaración aduanera comprome-
tida” en los fallos comentados, nos reafirma 
en la idea que la declaración “post-embarque” 
carece de idoneidad para configurar una de-
claración aduanera inexacta a tenor del tipo 
infraccional del art. 954 del Cód. Aduanero.

Estos intentos son tanto más graves en 
cuanto pretenden ser obedecidas bajo el 
apercibimiento de la aplicación de un seve-
ro sistema represivo, que no fue concebido 
para servir a desviaciones burocráticas y que 
implican una inadmisible extensión discre-
cional del poder punitivo que se pretendió es-
tructurar de manera equilibrada en el Código 
Aduanero.

En este caso se advierte la importancia del 
papel que juegan los precedentes judiciales 

en la cristalización de pautas interpretativas 
y mueve a pensar acerca de la intensidad con 
que se vive este fenómeno. En mi opinión, el 
precedente de la Corte relativo a la aplica-
ción del art.  959, inc. a) del Cód. Aduanero 
llevó a perder de vista el tema principal que 
consistía en la inexistencia del hecho ilícito 
que daba origen al debate. Este tema no fue 
colocado en el lugar que merecía y sabido es 
que “no hay más que sentar mal una cuestión 
para no hallar jamás su solución correcta” (14).

La desatención puede provenir de un enfo-
que originalmente dado al caso, o de su des-
viación por razones secundarias, generándo-
se un debate que lleva a que la energía men-
tal y concentración de los litigantes y de los 
jueces se enfoque en un carril que desvía la 
atención del tema esencial, que termina sien-
do prácticamente ignorado. El precedente 
“Petrobras” y su eventual aplicación al nuevo 
caso “AGD”, parece haber absorbido la ma-
yor parte de las energías desplegadas en el 
debate en razón de la trascendencia que el 
precedente tiene en la futura jurisprudencia 
de los tribunales inferiores para casos análo-
gos (15). Esto parece haber dominado el esce-
nario de este pleito, en el cual la modificación 
o el mantenimiento del criterio judicial exis-
tente parece haber tomado más protagonis-
mo que la justicia que pudiera emanar de la 
sentencia que debía recaer. La fijación de la 
doctrina judicial lleva el debate a la gestación 
de normas individuales con vocación de nor-
mas generales de carácter abstracto, mien-
tras que determinar lo que el derecho quiere 
para el caso concreto obliga a establecer la 
norma individual en búsqueda de hacer justi-
cia para el caso dado; que es la forma de cris-
talizar la función social del derecho. l

Cita on line: AR/DOC/135/2017

jurisprudencia

Contaminación 
ambiental
Cumplimiento del plan de saneamiento. 
Pedido de informes a los obligados.

1. -	 A efectos del cumplimiento de la sen-
tencia dictada en la demanda de da-
ños por la contaminación en el Río 
Matanza-Riachuelo —08/07/2008—, 
la ACUMAR debe establecer un siste-
ma de indicadores que, conforme a los 
criterios internacionales de medición 
disponibles, permita medir el nivel de 
cumplimiento de los objetivos fijados 
por la sentencia en ejecución; elevar 
un informe en el cual se detalle un ca-
lendario y avance de los objetivos de 
corto, medio y largo alcance del Plan 
Integral de Saneamiento Ambiental, a 
saber: el control de la contaminación 
industrial, el saneamiento de basura-
les y limpieza de márgenes, expansión 
de la red de agua potable y cloacas, y la 
relocalización de villas y asentamien-
tos precarios situados en el camino de 
sirga.

2. -	 A efectos del cumplimiento de la sen-
tencia dictada en la demanda de daños 
por la contaminación en el Río Matan-
za-Riachuelo, la Ciudad de Buenos Ai-
res debe avanzar en la liberación del ca-
mino de sirga —a la altura de las villas 
21-24 y 26—, con la consiguiente relo-
calización de los habitantes, manda de 
cumplimiento prioritario del Plan Inte-
gral de Saneamiento Ambiental, aun sin 
cumplimiento a más de 10 años del com-
promiso asumido.

3. -	 A efectos del cumplimiento de la senten-
cia dictada en la demanda de daños por 
la contaminación en el Río Matanza-Ria-
chuelo, la ACUMAR deberá informar la 
cantidad de personas que sufren algu-
na enfermedad vinculada con la conta-
minación y cuántos de ellos están en se-
guimiento.

119.862 — CS, 27/12/2016. - Mendoza, Bea-
triz Silvia y otros c. Estado Nacional y 
otros s/ daños y perjuicios (daños deriva-
dos de la contaminación ambiental del Río 
Matanza-Riachuelo).

[Cita on line: AR/JUR/85741/2016]

Buenos Aires, diciembre 27 de 2016.

Considerando: 1º) Que la sentencia definiti-
va dictada en esta causa el 8 de julio de 2008 
(Fallos: 331:1622), condenó a la Autoridad de 
Cuenca que contempla la ley 26.168 (en ade-
lante, “Acumar”) y —concurrentemente— al 
Estado Nacional, a la Provincia de Buenos 
Aires y a la Ciudad Autónoma de Buenos Ai-
res, a cumplir con un programa (Plan Inte-
gral de Saneamiento Ambiental, en adelante 
“PISA”) que debe perseguir tres objetivos 
simultáneos consistentes en: 1) la mejora 
de la calidad de vida de los habitantes de la 
cuenca; 2) la recomposición del ambiente en 
la cuenca en todos sus componentes (agua, 
aire y suelos); y 3) la prevención de daños con 
suficiente y razonable grado de predicción; 
fijando objetivos intermedios, sujetos a con-
trol periódico de los resultados.

2º) Que en la audiencia pública celebrada 
el 30 de noviembre de 2016, se han consta-
tado deficiencias, en el cumplimiento del 

programa establecido en el pronunciamien-
to dictado por el Tribunal. Ello obliga a esta 
Corte a adoptar las medidas necesarias para 
el inmediato y más eficaz cumplimiento de la 
sentencia.

3º) Que en función de ello, corresponde 
requerir a la Acumar que establezca un sis-
tema de indicadores que, conforme a los 
criterios internacionales de medición dispo-
nibles, permita —en un plazo perentorio de 
tres meses— medir el nivel de cumplimiento 
de los objetivos fijados por la sentencia en 
ejecución.

Asimismo, la Acumar deberá, al 1 de marzo 
de 2017, elevar un informe en el cual se deta-
lle —en forma sintética y precisa— un calen-
dario con los objetivos de corto, medio y lar-
go alcance para cada uno de los objetivos del 
PISA. Dicho informe deberá indicar el plazo 
de cumplimiento de cada uno de ellos.

Por otra parte, con la finalidad de contro-
lar el cumplimiento de las obligaciones aquí 
impuestas, la Acumar deberá, a partir del 
dictado de esta resolución, presentar infor-
mes detallados, y de extensión moderada, 
sobre el avance de cada uno de los objetivos 
del PISA con la periodicidad que indiquen 
los jueces de ejecución. Dichos informes de-
berán ser presentados en un formato único 
que permita comparar de manera clara y 
efectiva a lo largo del tiempo el avance en el 
cumplimiento de cada objetivo.

4º) Que sin que implique soslayar la totali-
dad de los objetivos oportunamente estable-
cidos en el PISA, la Acumar deberá prestar 
especial énfasis en:

a) Control de la contaminación industrial:

En el proceso de control de la contamina-
ción ambiental de origen industrial resulta 
imprescindible llevar adelante una política 
efectiva en materia de control y fiscaliza-
ción.

b) Saneamiento de basurales y limpieza de 
márgenes:

La reinserción y la presencia de basurales 
a cielo abierto, sumado a los continuos cam-
bios que se advierten en el sistema de gestión 
integral de residuos sólidos urbanos o domi-
ciliarios, constituyen una de las deficiencias 
más notorias.

Resulta imperioso que la Acumar tra-
baje conjuntamente con la Ciudad Autó-
noma de Buenos Aires y los municipios de 
la Provincia de Buenos Aires —cada uno 
en el ámbito de sus respectivas compe-
tencias— en la recolección de residuos en 
todo el ámbito de la Cuenca, especialmente 
en las zonas que lindan con las márgenes 
del curso de agua.

c) Expansión de la red de agua potable y 
cloacas:

La Acumar deberá hacer el seguimiento de 
las obras de infraestructura de servicios cloa-
cales, relativas al Programa de Saneamiento 
Ambiental, en especial, el “Sistema Riachue-
lo”, integrado por el lote 1: colector margen 
izquierdo y desvío baja Costanera, el lote 
2: planta de pretratamiento, elevadora de 
entrada, y estación de bombeo de salida al 
emisario Riachuelo, y el lote 3: emisario y di-
fusores.

(14) Alberdi, fue quien deslizó este razonamiento en 
su trabajo, ALBERDI, Juan Bautista, “Límites territo-
riales”, Capítulo VI, en Obras Selectas, ordenadas y re-
visadas por Joaquín V. González, t. VII, Buenos Aires, 
Librería La Facultad, 1920, p. 412.

(15) Criterio sentado por la Corte Suprema, entre 
otros, en autos “Santin”, Fallos: 212:51; “Balbuena”, Fa-
llos: 303:1770 y, sobre todo, en “Cerámica San Lorenzo”, 
del 4/07/1985, Fallos: 307:1094.
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La Acumar deberá solucionar y en su caso 
explicar, la existencia de plantas desvincula-
das del Plan Maestro de AySA; en especial 
de las obras financiadas por ENOHSA, tales 
como el Colector Cloacas Claypole, ubicado 
en el Municipio de Almirante Brown.

d) Relocalización de villas y asentamientos 
precarios:

La Acumar deberá acelerar el cumplimien-
to del Convenio Marco del Programa de Ur-
banización de Villas y Asentamientos preca-
rios celebrado el 23/09/2010 (2º etapa).

En particular, la Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires deberá avanzar en la liberación del 
camino de sirga a la altura de las villas 21-24 
y 26, con la consiguiente relocalización de los 
habitantes.

Esta manda fue incluida como prioritaria 
en el PISA presentado ante este Tribunal el 
24 de agosto de 2006 por el Estado Nacio-
nal, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y 
la Provincia de Buenos Aires. La sentencia 
del 8 de julio de 2008 receptó ese compro-
miso público e institucional asumido por los 
estados mencionados de tomar “las medi-
das para erradicar las habitaciones sobre 
los basurales y posteriormente impedir la 
instalación de nuevas habitaciones sobre 
los mismos” (Fallos: 331:1622, considerando 
17, IV) Saneamiento de basurales, apartado 
1) c)).

Sin embargo, a más de 10 años de ese com-
promiso, la Ciudad Autónoma de Buenos Ai-
res —quien tiene a su cargo ejecutar la políti-
ca pública habitacional que se anunció en esa 
oportunidad— no ha dado cumplimiento a la 
liberación del camino de sirga en las villas 
mencionadas.

En este marco, la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires deberá informar —por medio 
de la Acumar— de manera detallada en qué 
estado está la construcción de los complejos 
habitacionales destinados para los habitan-
tes del camino de sirga de las villas 21-24 y 26 
y la fecha exacta de finalización de las obras.

Se destaca que existen demoras en el pro-
ceso de relocalización social de los habitantes 
de Villa Inflamable, por lo que se recomienda 
especialmente priorizar la solución de esta 
problemática.

e) Plan sanitario de emergencia:

Se impone la necesidad de implementar 
una política efectiva de salud pública de pre-
vención, emergencia sanitaria, seguimiento 
y control de casos, para superar los severos 
problemas de salud de la población en los 
sectores de mayor indigencia, pobreza o vul-
nerabilidad en la cuenca.

Resulta imperioso elaborar el Mapa de 
Riesgo Sanitario Ambiental y fortalecer el 
Programa de Salud Ambiental Infantil.

En especial, la Acumar deberá infor-
mar —en forma detallada— la cantidad (y 
distribución geográfica) de las personas que 
sufren alguna enfermedad vinculada con la 
contaminación y cuántos de ellos están en 
seguimiento. Deberá especificar cuántos son 
niños menores de 6 años, qué enfermedades 
padecen y cómo se los está tratando.

También deberá informar: a) fecha en 
que estarán terminadas las tres Unidades 
Ambientales Fijas faltantes que, según se 
informa, corresponden a los Municipios de 
General Las Heras, Esteban Echeverría y La 
Matanza; b) destino que se dará a las Unida-
des Sanitarias Móviles; y c) fecha en que el 
Hospital de Cañuelas comenzará con la aten-
ción al público.

f) Calidad ambiental:

Se estima imprescindible acceder a infor-
mación de la que surja con claridad el estado 
actual de la calidad ambiental de la cuenca y 
la proyección de su saneamiento, por lo que 
se requiere la elaboración de indicadores que 
constituyan un conjunto de índices de calidad 
idóneos para tal fin.

Específicamente en lo que refiere al agua 
superficial, estos índices deberán represen-
tar el estado temporal y espacial de la calidad 
del recurso hídrico en relación a sus diferen-
tes objetivos de uso.

En ese marco, la Acumar deberá informar 
las etapas a corto, mediano y largo plazo del 
proceso de revisión y modificación de la nor-
mativa referente a: Límites de Vertido (re-
solución ACUMAR 1/2007), Calidad y Usos 
del Agua (resolución ACUMAR 3/2009), 
Agente Contaminante (resolución ACU-
MAR 366/2010), Calidad de Aire (resolución 
ACUMAR 2/2007), Reglamento de Fiscaliza-
ción y Reglamento de Sanciones (resolución 
ACUMAR 278/2010 y resolución ACUMAR 
377/2011), entre otros, bajo el principio de no. 
regresión.

5º) Que en función de lo puntualizado en 
los considerandos anteriores, corresponde 
requerir a los señores jueces federales de-
legados que, en el marco de la competencia 
asignada oportunamente a cada uno de ellos, 
intensifiquen el control en el cumplimiento 
de los objetivos del PISA.

6º) Que, finalmente, frente al contenido y 
conclusiones del informe presentado por la 
Auditoría General de la Nación obrante a 
fs. 4562/4571 y los elementos aportados en la 
audiencia pública celebrada ante esta sede, el 
Tribunal debe adoptar, con la mayor celeri-
dad, las medidas que preserven la confianza 
de la sociedad en la transparencia de los pro-
cedimientos cumplidos ante los poderes del 
Estado.

De tal forma, se pone en conocimiento 
del Juzgado Nacional de Primera Instancia 
en lo Criminal y Correccional Federal nº 12 
dicho informe y los elementos aportados 
en la audiencia pública de referencia a los 
efectos de que adopte las medidas corres-
pondientes.

Por ello, se resuelve: 1. Requerir a la Acu-
mar que, en el plazo y con el alcance esta-
blecido en el considerando 3º, establezca 
un sistema de indicadores. 2. Requerir a la 
Acumar que presente el informe en el plazo 
y condiciones especificadas en el conside-
rando 3º, así como los informes periódicos 
referidos en dicho considerando. 3. Reque-
rir a la Acumar para que, en los términos 
fijados en los considerandos 3º y 4º de la 
presente, intensifique su tarea respecto de 
los objetivos allí señalados. 4. Ordenar a los 
titulares del Juzgado Nacional de Prime-
ra Instancia en lo Criminal y Correccional 
Federal nº 12 y del Juzgado Federal de Pri-
mera Instancia en lo Criminal y Correccio-
nal nº 2 de Morón que refuercen el control 
de las mandas, en los términos dispuestos 
en la presente resolución. 5. Extraer copia 
certificada del informe de la Auditoria Ge-
neral de la Nación obrante a fs.  4562/4571 
y de la versión taquigráfica de la audiencia 
celebrada el 30 de noviembre de 2016 y, en 
los términos fijados en el considerando 6º, 
remitirlas —con copia de la presente— al 
Juzgado Nacional de Primera Instancia 
en lo Criminal y Correccional nº  12. Notifí-
quese con carácter urgente a la Acumar, al 
Estado Nacional, a la Provincia de Buenos 
Aires, a la Ciudad Autónoma de Buenos Ai-
res, a los integrantes del Cuerpo Colegiado 
y a la parte actora. Por Secretaría, líbrense 
los oficios pertinentes. — Ricardo L. Loren-
zetti. — Elena I. Highton de Nolasco. — Juan 
C. Maqueda. — Carlos F. Rosenkrantz. — Ho-
racio D. Rosatti.

Aumento tarifario
Amparo colectivo. Medida cautelar des-
tinada a suspender el aumento tarifario 
dispuesto en el servicio de agua potable. 
Ausencia de vulneración de derechos de 
consumidores y usuarios. Rechazo de la 
pretensión 

	 La medida cautelar destinada a suspen-
der el aumento tarifario dispuesto para el 
servicio de agua potable debe rechazar-
se, en tanto no se vislumbra, prima facie, 
la vulneración de los derechos constitu-
cionales de los usuarios y consumidores 
alegada por la recurrente, en tanto el au-
mento fue dispuesto, previa intervención 
de las Asociaciones de Consumidores y 
Usuarios, plasmada a través de la Sindi-
catura de Usuarios del Ente Regulador 
de Agua y Saneamiento.

119.863 — CNFed. Contenciosoadministra-
tivo, sala II, 28/12/2016. - Asociación para 
la Defensa de Usuarios y Consumidores c. 
AySA SA y otro s/ inc. apelación.

[Cita on line: AR/JUR/88074/2016]

2ª Instancia.- Buenos Aires, diciembre 28 
de 2016.

Considerando: 1º) Que a fs.  28/46, la Aso-
ciación por la Defensa de Usuarios y Consu-
midores (ADUC), en el marco de la presen-
te acción colectiva iniciada contra la firma 
Aguas y Saneamientos Argentinos S.A. 
(AYSA S.A.) y el Estado Nacional - Minis-
terio del Interior, Obras Públicas y Vivien-
das - Subsecretaría de Recursos Hídricos, 
solicitó el dictado de una medida cautelar 
que ordenara la suspensión del aumento ta-
rifario del servicio que prestaba la empresa 
demandada —establecido por la disposición 
Nº 62/2016— procediéndose a practicar una 
nueva liquidación, emitiéndose las facturas 
correspondientes conforme el cuadro tarifa-
rio vigente con anterioridad al dictado de la 
norma mencionada, en la que se estableciera, 
además, para el caso de que las nuevas fac-
turas no se emitieran antes del vencimiento 
de las actuales, que la empresa debía admitir 
el pago del servicio sin el aumento cuestio-
nado y sin que esto importara una alteración 
o interrupción del servicio ante la falta de 
pago de los usuarios. Todo ello, hasta tanto 
se dictara sentencia definitiva en la presente 
causa.

Señaló que la verosimilitud del derecho se 
encontraba acreditada en autos, con motivo 
de la normativa superior citada en la deman-
da, fundamentalmente el artículo 42 de la 
Constitución Nacional y la ley de orden pú-
blico Nº 24.240.

Adujo que “... obligar a los usuarios afron-
tar el pago de un aumento del 300% en un 
servicio público esencial y monopólico, con 
base en una Disposición que prima facie ES 
inconstitucional, irrazonable y nula, configu-
ra un peligro en la demora” (sic).

Manifestó que, debido a ello, y a fin de 
evitar un incremento de los daños sufridos 
por los usuarios —art. 1710 y sgtes. del Cód. 
Proc. Civ. y Com. de la Nación— solicitaba la 
medida cautelar, en los términos más arriba 
indicados.

2º) Que a fs. 102/109vta. el Sr. juez de la ins-
tancia de origen rechazó la medida cautelar 
peticionada.

Para así decidir, luego de sintetizar las 
postulaciones efectuadas por la actora en la 
demanda y por el Estado Nacional al con-
testar el informe previsto por el art.  4º de 
la ley 26.854, y de señalar los lineamientos 
generales que hacían a la procedencia de 
las medidas cautelares —y en particular de 

las intentadas respecto de la actividad de 
entidades públicas—, puso de resalto que 
la precautoria solicitada se encontraba pre-
vista en el artículo 230 del Cód. Proc. Civ. y 
Com. de la Nación, que exigía para el dictado 
de la medida de no innovar, los recaudos ex-
puestos anteriormente y la alegación de una 
arbitrariedad —entendida como concepto 
amplio— que autorizara la intromisión del 
juez en el marco de facultades regladas de la 
Administración.

Recordó que la ley 26.854 había precisado 
los alcances de los citados requisitos en su ar-
tículo 13, para los casos como el de autos. Ad-
virtió que allí se explicitaba que los perjuicios 
invocados debían de ser graves, de imposible 
reparación ulterior, y que la verosimilitud de-
bía vincularse, tanto con el derecho invocado 
como con la ilegitimidad argumentada, res-
pecto de la cual debían existir indicios serios 
y graves al respecto. Añadió que la norma 
citada preveía, asimismo, que para la conce-
sión de la medida preliminar debía valorarse 
que no se produjera una afectación del inte-
rés público ni se generaran efectos jurídicos 
o materiales irreversibles.

Destacó que el principal argumento invo-
cado por la parte actora como fundamento 
de su pretensión se vinculaba con la presunta 
vulneración de lo normado en el artículo 42 
de la Constitución Nacional —que a su enten-
der daba sustento a la verosimilitud del de-
recho—, así como la alegada inconstituciona-
lidad, irrazonabilidad y nulidad de la resolu-
ción Nº 62/2016, configurativa del peligro en 
la demora que justificaba —a su criterio— el 
dictado de la cautela requerida.

Recalcó que la peticionante intentaba im-
poner en el estrecho marco cognoscitivo de 
la presente acción, un discernimiento sobre 
cuestiones que, por su índole, excedían el ám-
bito de conocimiento propio de una medida 
cautelar.

Señaló que ello era así, en atención a 
que la asociación actora pretendía que se 
tuviera por probado, con las constancias 
acompañadas al escrito inicial y sus propias 
manifestaciones, el hecho en el que en defi-
nitiva fundaba su pretensión: que el aumen-
to tarifario fue dispuesto sin previamente 
haberse oído a los usuarios y consumidores 
del servicio, vulnerándose sus derechos 
constitucionales.

Afirmó que conforme surgía del informe 
presentado por el Estado Nacional - Minis-
terio del Interior, Obras Públicas y Vivien-
da, con el dictado de la resolución ERAS 
Nº  14/2007, se creó la Sindicatura de Usua-
rios, integrada por Acción del Consumi-
dor (ADELCO); Comité del Consumidor 
(CODELCO); Protección Consumidores del 
Mercosur (PROCONSUMER); Asociación 
Vecinal Belgrano “C” (Consumidores Acti-
vos); Unión de Usuarios y Consumidores; 
Asociación de Consumidores y Usuarios de 
la Argentina (ADECUA); Consumidores Ar-
gentinos; Defensa de Usuarios y Consumido-
res (DUC); Asociación Civil Cruzada Cívica 
para la Defensa de Consumidores y Usua-
rios de Servicios Públicos; Consumidores 
Libres Cooperativa Limitada de Provisión 
de Servicios de Acción Comunitaria; Centro 
de Educación al Consumidor (CEC); Unión 
de Consumidores de Argentina (UCA); De-
fensa Usuarios y Consumidores (DE.U.CO); 
Asociación Coordinadora de Usuarios, Con-
sumidores y Contribuyentes (ACUCC); 
Protección a los Consumidores y Usuarios 
de la República Argentina (PROCURAR); 
Asociación Cívica Liga de Consumidores (LI.
DE.CO.); Prevención, Asesoramiento y De-
fensa del Consumidor (PADEC); Usuarios y 
Consumidores en Defensa de sus Derechos; 
Asociación de Defensa de Derechos de Usua-
rios y Consumidores (ADDUC); Asociación 
Civil por la Igualdad y la Justicia (ACIJ); 
Asociación por la Defensa de Usuarios y Con-
sumidores (ADUC); Federación de Mutuales 



martes 14 DE FEBRERO DE 2017 | 9  

 continúa en página 10

para la Defensa Organizada del Consumo 
(MUDECO).

Aclaró que uno de los integrantes de la 
mencionada sindicatura, era la asociación 
aquí actora, “... debiendo resaltarse, que con-
forme surge de la documental acompañada 
y de la propia resolución Nº 62/2016, aquélla 
tuvo intervención en la modificación tarifa-
ria, de manera previa al dictado de la norma 
puesta en crisis (v. documental obrante a 
fs. 78 y, en especial, fs. 79/86, donde obra co-
pia de la presentación realizada por las aso-
ciaciones de usuarios y consumidores que la 
integran)” —sic—.

Sostuvo que por ello, sin perjuicio de la de-
cisión de fondo que se adoptara con relación 
a la cuestión central, no se evidenciaba, pri-
ma facie, la presunta vulneración del derecho 
a la participación ciudadana invocado por la 
aquí actora, quien participó, como integrante 
de la Sindicatura de Usuarios, del Ente Re-
gulador de Aguas y Saneamiento (ERAS), de 
las discusiones realizadas en el marco de las 
actuaciones administrativas que culminaron 
con el dictado de la disposición Nº  62/2016, 
aquí cuestionada, ejerciendo —en princi-
pio— la representación en la que fundaba 
su pretensión cautelar, aunque omitiendo 
realizar manifestación alguna de esta cir-
cunstancia en su escrito inicial, de modo de 
demostrar que tal participación no resultó 
suficiente para resguardar el derecho que 
ahora entendía vulnerado.

Puso de relieve que, de tal modo, cobraba 
relevancia la doctrina sentada por esta Cá-
mara, en el sentido de que la verosimilitud 
del derecho debía surgir de manera mani-
fiesta de los elementos obrantes en la causa, 
siendo improcedente el análisis exhaustivo 
de las relaciones que vinculaban a las partes, 
ya que su naturaleza y extensión habían de 
ser dilucidadas con posterioridad. Citó diver-
sos fallos.

Puntualizó que reforzaba tal conclusión, la 
circunstancia que lo peticionado se fundaba 
en la presunta nulidad e inconstitucionalidad 
de un acto administrativo, en donde el exa-
men del requisito del fumus bonis juris impor-
taría —necesariamente— avanzar sobre la 
cuestión de fondo para determinar la ilegali-
dad o arbitrariedad que alegaba la parte ac-
tora, de necesaria constatación para conferir 
virtualidad a la medida solicitada.

Señaló, asimismo, que la cautela reque-
rida coincidía, sustancialmente, con la pre-
tensión central objeto de autos, vinculada 
con la declaración de nulidad de la disposi-
ción Nº 62/2016 y la consecuente devolución 
de las sumas percibidas por aplicación del 
régimen tarifario cuestionado, con más los 
intereses respectivos, situación que deter-
minaba que el pedido fuera rechazado, “... 
ya que de conformidad con lo resuelto por la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación, co-
rresponde descalificar como medida caute-
lar aquélla que produce los mismos efectos 
que si se hubiese hecho lugar a la deman-
da, pues la finalidad de dichas decisiones es 
asegurar el cumplimiento de una eventual 
sentencia favorable, pero no lograr el fin 
perseguido anticipadamente (CSJN, Fallos: 
325:2672).” —sic—.

Consideró, por último, que el requisito del 
peligro en la demora tampoco se encontraba 
suficientemente acreditado, toda vez que la 
actora se había limitado a expresar que tal 
recaudo se apreciaba en la presunta inconsti-
tucionalidad, irrazonabilidad y nulidad de la 
disposición Nº  62/2016, pero sin fundamen-
tar, como es debido, la pretensión cautelar 
requerida.

Concluyó, en consecuencia, que también 
debía rechazarse la precautoria solicitada 
en atención a que no se había acreditado, de 
modo suficiente, un peligro particularizado 
en la demora que la justificara.

Aclaró que el temperamento propiciado no 
debía constituir un óbice para las situaciones 
particulares en las que pudiera vislumbrarse 
una notoria arbitrariedad en el quantum del 
aumento dispuesto por la norma aquí cues-
tionada; extremo que —como antes adelan-
tó—, no se encontraba acreditado en los pre-
sentes actuados.

3º) Que contra tal pronunciamiento, la ac-
tora dedujo el recurso de apelación de fs. 111, 
el que fundó a fs.  115/125. A fs.  137/152vta. y 
fs. 154/161, Agua y Saneamientos Argentinos 
S.A. y el Estado Nacional, Ministerio del In-
terior, Obras Públicas y Vivienda, respecti-
vamente, contestaron el traslado conferido 
a fs. 126.

4º) Que la accionante sostiene que el fun-
damento brindado por el Sr. juez de grado 
para denegar la medida cautelar consiste en 
que forma previa a la modificación tarifaria 
dispuesta por la disposición 62/2016, inter-
vino la Sindicatura de Usuarios creada por 
la resolución ERAS 14/2007, organismo del 
cual forma parte la asociación actora.

Esgrime que sostener que la existencia 
de la Sindicatura de Usuarios sustituye 
la audiencia pública indispensable en este 
tipo de resoluciones, donde se ha impues-
to un aumento en el servicio del agua del 
300%, no se condice con la normativa apli-
cable, evidencia un error de derecho que 
debe ser saneado y supone que el constitu-
cionalista ha distinguido allí donde no debe 
distinguir.

Afirma que la constitución de la Sindica-
tura de Usuarios en el Ente Regulador de 
Agua y Saneamiento (ERAS) tiene su fun-
damento expreso en la manda del art. 42 de 
la Constitución Nacional, y que por ello, en 
todos los organismos de control de todos los 
servicios públicos existen las sindicaturas 
de usuarios o las comisiones de usuarios. 
Aclara que dicha circunstancia no sustitu-
ye a la audiencia pública, cuyo fundamento 
se desprende de la primera parte del art. 42 
de la constitución Nacional —principios de 
protección de los intereses económicos de 
los usuarios, de información adecuada y 
veraz, y condiciones de trato equitativo y 
digno—.

Señala que, caso contrario, con el cum-
plimiento en todos los organismos de control 
en el marco de los servicios públicos de la 
participación de las asociaciones de consu-
midores, las audiencias públicas resultan in-
necesarias, lo que en la realidad de nuestro 
país no ha sido así.

Recalca que la información exigua que se 
brinda a una sindicatura que forma parte de 
un organismo de control, jamás es la misma 
que la que se brinda en el marco de una au-
diencia pública como la experimentada en los 
restantes servicios.

Dice que el agua no se puede ahorrar, por 
cuanto aun cuando el usuario se aboque al 
uso razonable del recurso, seguirá pagando 
lo mismo en tanto la tarifa se calcula confor-
me los metros cuadrados.

Postula que el propio artículo 42 de la 
Constitución Nacional distingue la audiencia 
pública —base de la primera parte de la nor-
ma— de la Sindicatura de Usuarios —base 
de la última parte de la norma—.

Destaca que el decreto 1172/2003, de acce-
so a la información pública, habilita la parti-
cipación ciudadana en el proceso de toma de 
decisiones a través de un espacio institucio-
nal en el que todos aquellos que puedan sen-
tirse afectados manifiesten su conocimiento 
o experiencia y presenten su perspectiva 
individual, grupal o colectiva respecto de la 
decisión a adoptarse, mientras que la Sindi-
catura de Usuarios actúan en el ámbito de un 
ente regulador.

Asevera que en las audiencias públicas 
celebradas este año han participado más de 
trescientos oradores, frente a las veinte aso-
ciaciones que forman parte de los organis-
mos de control de los servicios públicos.

Sostiene que la finalidad primordial de la 
audiencia pública es la promoción de una par-
ticipación ciudadana efectiva y transparente, 
donde se aborden distintas propuestas, expe-
riencias, conocimiento e información.

Cita doctrina y jurisprudencia.

Aduce que el art. 11 del decreto 1172/2003, 
habilita a participar a toda persona física o 
jurídica, pública o privada, que invoque un 
derecho o interés simple, difuso o de inciden-
cia colectiva, relacionado con la temática de 
la audiencia pública, de lo que “... sale a la luz 
que nada tiene que ver esta institución con la 
Sindicatura de Usuarios” (sic).

Señala que el art. 5º del decreto 1172/2003 
establece el principio de informalidad para 
las audiencias públicas, no teniendo punto de 
comparación con la Sindicatura de Usuarios, 
ya que esta última se encuentra conformada 
por representantes de las asociaciones de 
usuarios previamente registradas en la Sub-
secretaría de Defensa del Consumidor del 
Ministerio de Economía y Producción.

Recalca que la Sindicatura de Usuarios 
actúa en el ámbito del ente regulador y tiene 
su reglamento de funcionamiento, sus miem-
bros son elegidos por la institución que re-
presentan, las que deben estar correctamen-
te registradas e inscriptas, procedimiento 
que se encuentra en absoluta oposición con la 
informalidad, publicidad y participación civil 
ciudadana efectiva presente en la audiencia 
pública.

Esgrime que es importante recordar el 
hecho en el que su funda su pretensión: que 
el aumento tarifario fue dispuesto sin que 
previamente se haya oído a los usuarios y 
consumidores del servicio, vulnerándose sus 
derechos constitucionales.

Aduce que en la causa “Centro de Estu-
dios para la Promoción de la Igualdad y la 
Solidaridad y otros c. Ministerio de Ener-
gía y Minería s/ amparo”, el Alto Tribunal, 
no obstante la existencia de la Comisión de 
Usuarios del Servicio de Gas por Redes en el 
ámbito del ENARGAS, confirmó la nulidad 
de las resoluciones 28/2016 y 31/2016 por fal-
ta de cumplimiento del trámite de audien-
cia pública. Añade que la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación señaló en los conside-
randos 15), 16) y 17) del fallo recaído en la 
causa citada, el carácter mínimo —consul-
tivo de la intervención de los consumidores 
en los organismos de control —Sindicatura 
de Usuarios— y respecto de las audiencias 
públicas se explayó en el considerando 18). 
Cita, asimismo, el considerando 19) del fallo 
indicado.

Destaca que, por lo expuesto, la asimilación 
que el sentenciante realiza de la Sindicatura 
de Usuarios con el cumplimiento del instituto 
trascendental y excepcional de la audiencia 
pública, no se condice con la normativa su-
perior aplicable, y priva de efectividad a los 
derechos que el art.  42 de la Constitución 
Nacional ha reconocido a los consumidores 
y usuarios.

Afirma que el aumento del servicio público 
en cuestión fue impuesto en forma retroacti-
va, sorpresiva e impulsiva, y ello se encuen-
tra prima facie acreditado en autos, lo que 
conlleva la acreditación de la verosimilitud 
del derecho invocado. Agrega que la forma 
y el modo como se llevó a cabo el incremen-
to, constituye una palmaria vulneración de 
los derechos de los consumidores y usuarios 
reconocidos en el art.  42 de la Constitución 
Nacional, en tratados internacionales, en la 
ley 24.240 y el decreto 1172/2003.

Cita los votos de los Dres. Zaffaroni y Lo-
renzetti en la causa “Defensoría del Pueblo 
de la Ciudad de Buenos Aires c. Secretaría de 
Comunicaciones - resol. 2926/1999 s/ amparo 
ley 16.986”, y el fallo de la Suprema Corte de 
la Provincia de Buenos Aires recaído en los 
autos “Negrelli, Oscar R. y otros c. Poder Eje-
cutivo y otros s/ amparo”, del 3 de diciembre 
de 2014.

Dice que la resolución apelada se contra-
pone también con la normativa inferior apli-
cable, en tanto ha omitido lo dispuesto por el 
decreto 1172/2003, que regula las audiencias 
públicas.

Manifiesta que la resolución 2/2004 esta-
bleció que el Ente Tripartito de Obras y Ser-
vicios Sanitarios —antecesor del ERAS—, 
debía en el plazo de treinta días instrumen-
tar la normativa aprobada por el decreto 
1172/2003. Asevera que, por lo tanto, la au-
diencia pública se encuentra prevista para 
los aumentos tarifarios del servicio público 
de agua, sin que exista fundamentación algu-
na para adoptar una decisión de un aumento 
tarifario del trescientos por ciento sin su pre-
via realización.

Afirma que la disposición 62/2016 no es 
clara en cuanto a la fundamentación para 
aumentar la tarifa (el déficit económico de 
AySA S.A. por la falta de actualización de las 
tarifas, o la decisión de mejorar y ampliar el 
servicio, o ambos).

Alega que, por lo expuesto, el aumento ta-
rifario desproporcionado que hoy enfrentan 
los consumidores y usuarios, sin la debida au-
diencia pública y sin la debida información, 
es nulo, irrazonable e inconstitucional, sien-
do la resolución apelada que lo avala arbitra-
ria e ilegal, por apartarse de las expresas pre-
visiones constitucionales y legales aplicables 
al caso.

Sostiene que, contrariamente a lo afirma-
do en la sentencia apelada, de la jerarquía e 
importancia asignadas a las normas prima 
facie vulneradas por las codemandadas, se 
configura el peligro en la demora.

Asevera que el peligro en la demora se 
patentiza con sólo observar el trámite que 
se le ha impreso a las presentes actuacio-
nes —proceso ordinario—, la exigencia del 
carácter previo de las audiencias públicas, el 
aumento del trescientos por ciento tarifario 
impuesto y la litigiosidad presentada en los 
distintos tribunales.

Manifiesta que el tiempo que podría trans-
currir hasta el dictado de una sentencia defi-
nitiva puede generar daños no sólo patrimo-
niales, sino también a otros derechos huma-
nos fundamentales como la vida y la salud de 
las personas —por las implicancias del servi-
cio público en cuestión—, por lo que resulta 
fundamental que se haga lugar a la medida 
cautelar requerida.

Esgrime que la sentencia apelada, que 
otorga mayor jerarquía al derecho de las 
co-demandadas de continuar percibiendo 
en perjuicio de los consumidores y usua-
rios, sumas de dinero ilegítimas, y que nie-
ga operatividad y efectividad a la función 
preventiva del derecho reconocida expre-
samente en el Cód. Civil y Comercial, no 
se condice con las constancias de autos, ni 
con la normativa y la jurisprudencia apli-
cables.

5º) Que a esta altura, resulta oportuno des-
tacar que para la admisión de la medida cau-
telar solicitada deben encontrarse verifica-
dos los requisitos establecidos en el art. 230 
del Cód. Proc. Civ. y Com. de la Nación, a sa-
ber: la verosimilitud en el derecho invocado y 
el peligro en la demora.
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Conviene recordar, asimismo, que la fi-
nalidad del proceso cautelar consiste en 
asegurar la eficacia práctica de la sentencia 
que debe recaer en un proceso y que la fun-
damentación de la pretensión que constitu-
ye su objeto no depende de un conocimiento 
exhaustivo y profundo de la materia contro-
vertida en el proceso principal, sino de un 
análisis de mera probabilidad acerca de la 
existencia del derecho discutido.

Ello es lo que permite que el juzgador se 
expida sin necesidad de efectuar un estudio 
acabado de las distintas circunstancias que 
rodean toda relación jurídica, pues si estu-
viese obligado a extenderse en considera-
ciones al respecto, peligraría la carga que 
pesa sobre él de no prejuzgar (CSJN; Fallos: 
330:3126).

Es que, como resulta de la naturaleza de 
las medidas cautelares, ellas no exigen de 
los magistrados el examen de la certeza 
sobre la existencia del derecho pretendido, 
sino sólo de su verosimilitud. Es más, el jui-
cio de verdad en esta materia se encuentra 
en oposición a la finalidad del instituto cau-
telar, que no es otra que atender a aquello 
que no excede del marco de lo hipotético, 
dentro del cual, asimismo, agota su virtua-
lidad (CSJN; Fallos: 306:2060).

En la misma línea argumental, conviene 
señalar que cuando la medida cautelar se 
intenta contra un acto de la administración 
pública es menester que se acredite prima 
facie, y sin que esto suponga un prejuzga-
miento sobre la solución de fondo, la mani-
fiesta arbitrariedad del acto atacado, dado 
el rigor con que debe apreciarse la concu-
rrencia de los supuestos que la tornan ad-
misible.

Y ello es así, toda vez que sus actos gozan 
de presunción de legitimidad y tienen fuer-
za ejecutoria, razón por la cual, en principio, 
los recursos y acciones mediante las que se 
discute su validez no suspenden su ejecu-
ción (esta Sala in re Expte. Nº  22.425/2012 
“Plavinil Argentina S.A.”, 13/09/2012; Exp-
te. nº 70560/2014 “Productos Roche SAEI c. 
ANMAT”, del 08/07/2015).

6º) Que con base en los parámetros ex-
puestos, cabe precisar que la parte actora 
cuestiona la disposición Nº 62/2016, del Mi-
nisterio del Interior, Obras Públicas y Vi-
vienda, Secretaría de Obras Públicas, Sub-
secretaría de Recurso Hídricos, mediante 
la cual se dispuso un incremento tarifario 
para el servicio público prestado por la em-
presa concesionaria Agua y Saneamientos 
Argentinos S.A. —AySA S.A.— (ver fs. 28/
vta.)

Ello, por cuanto, según entiende, la men-
cionada disposición estableció un aumento 
de más del trescientos por ciento para los 
servicios públicos de agua potable y des-
agües cloacales brindados por AySA S.A., 
el que fue impuesto vulnerando el principio 
de participación ciudadana en los términos 
del art. 42 de la Constitución Nacional, tra-
duciéndose en una manifiesta lesión a los 
derechos de incidencia colectiva de carácter 
individual homogéneo, al cercenar la posibi-
lidad de que los individuos que conforman 
la sociedad se expresen e interpongan im-
pugnaciones previas al aumento dispuesto 
(fs. 34vta./35).

Destaca la actora que el nuevo régimen 
tarifario fue aprobado e implementado sin 
audiencia pública y que, conforme a la nor-
mativa superior y federal aplicable, previo a 
la entrada en vigencia de un nuevo régimen 
tarifario para un servicio público esencial 
y monopólico como el de autos, se requiere 
insoslayablemente la realización de una au-
diencia pública, que permita el conocimien-

to e información adecuada por parte de los 
usuarios afectados (fs. 35/35vta.).

Como medida cautelar, solicita que se or-
dene la suspensión de los aumentos de tari-
fa, disponiendo que AySA S.A. efectúe una 
nueva liquidación y emita nuevas facturas o, 
para el caso que la nueva facturación no fue-
ra emitida antes de los sucesivos y periódi-
cos vencimientos, que la empresa admitiera 
el pago del servicio según el cuadro tarifario 
vigente con anterioridad al incremento es-
tablecido, sin que ello implique la alteración 
o interrupción del servicio hasta tanto se 
dicte sentencia en las presentes actuaciones 
(fs. 45/vta.).

Funda la verosimilitud del derecho en lo 
dispuesto por el art.  42 de la Constitución 
Nacional y en la ley 24.240. En cuanto al 
peligro en la demora, sostiene que obligar a 
los usuarios a afrontar el pago de un aumen-
to del trescientos por ciento en un servicio 
público esencial y monopólico, con base en 
una disposición que prima facie es incons-
titucional, irrazonable y nula, configura tal 
recaudo (fs. 45).

En los presentes obrados, en un estudio 
preliminar de las constancias aportadas a la 
causa, examen ajustado al estado procesal 
en que se encuentran y que, como tal, no ad-
mite profundizar sobre la cuestión plantea-
da a título cautelar, no se advierte de modo 
manifiesto la ilegitimidad ni la arbitrariedad 
de la disposición impugnada.

Ello así, en tanto la aquí actora, Asociación 
por la Defensa de Usuarios y Consumidores 
(ADUC), forma parte, junto con otras aso-
ciaciones de usuarios y consumidores, de la 
Sindicatura de Usuarios del Ente Regulador 
de Agua y Saneamiento (ERAS) creada me-
diante la resolución ERAS Nº 14/2007 —he-
cho no controvertido—.

Interesa destacar que en las presentes 
actuaciones surge, prima facie, acreditado 
que la Sindicatura de Usuarios del Ente Re-
gulador de Agua y Saneamiento, tuvo inter-
vención en lo atinente al espectro tarifario, 
con anterioridad al dictado de la disposición 
62/2016, en tanto:

—Dicha sindicatura participó en la reu-
nión celebrada el día 23 de marzo de 2016, 
en la que manifestó que “...oportunamente, 
y de así considerarlo, presentará su opi-
nión sobre el tema tratado en la reunión” 
(sic) —ver copia del acta de reunión, agre-
gada a fs. 77—;

—La mencionada sindicatura, presentó 
ante el Presidente del Ente Regulador de 
Agua y Saneamiento el 29 de marzo de 2016, 
una nota en la que señaló las consideracio-
nes allí destacadas, expresando que lo ha-
cía “... no sin antes reivindicar al Instituto 
de la Audiencia Pública como el mecanismo 
más apropiado para estos efectos; ello sin 
perjuicio de que es nuestra tarea continuar 
analizando día a día, todas las posibilida-
des que hagan a la prestación universal de 
los servicios públicos de agua potable y sa-
neamiento, tanto en condiciones de calidad 
y eficiencia, como así también a precios jus-
tos y razonables” (sic) —ver fs. 78/85—.

Por lo demás, de los propios consideran-
dos de la disposición 62/2016 surge que “... 
han intervenido las Asociaciones de Consu-
midores y Usuarios que conforman la Sindi-
catura de Usuarios del Ente Regulador de 
Agua y Saneamiento (ERAS) cuyas conside-
raciones fueron tenidas en cuenta en la ins-
trumentación de la medida que se propicia 
por la presente” (sic) —ver considerando 19 
de la aludida resolución—.

Por ser ello así, no se vislumbra, prima fa-
cie, la vulneración de los derechos constitu-
cionales de los usuarios y consumidores ale-
gada por la recurrente, en tanto el aumento 

tarifario fue dispuesto, previa intervención, 
precisamente, de las Asociaciones de Con-
sumidores y Usuarios, plasmada a través de 
la Sindicatura de Usuarios del Ente Regula-
dor de Agua y Saneamiento.

En tales condiciones, a juicio de este Tri-
bunal, asiste razón al Sr. juez de grado cuan-
do señala “... puede afirmarse, sin perjuicio 
de la decisión de fondo que se adopte con re-
lación a la cuestión central, objeto de los pre-
sentes actuados, que prima facie no se evi-
dencia la presunta vulneración del derecho 
a la participación ciudadana invocado por 
la aquí actora, quien —cabe resaltar, como 
se dijo precedentemente— participó, como 
integrante de la Sindicatura de Usuarios, 
del Ente Regulador de Aguas y Saneamien-
to (ERAS), de las discusiones realizadas en 
el marco de las actuaciones administrativas 
que culminaron con el dictado de la Disposi-
ción Nº 62/2016, aquí cuestionada, ejercien-
do —en principio— la representación en la 
que funda su pretensión cautelar, aunque 
omitiendo realizar manifestación alguna de 
esta circunstancia en su escrito inicial, de 
modo de demostrar que tal participación no 
resultó suficiente para resguardar el dere-
cho que ahora entiende vulnerado” (sic).

Tal conclusión, apreciada de conformidad 
con el marco propio de las medidas precau-
torias, no ha sido debidamente refutada por 
la recurrente, quien, en este punto, se limita 
a señalar las diferencias existentes entre el 
instituto de la audiencia pública y la confor-
mación y participación de la Sindicatura de 
Usuarios, y a afirmar que, en el caso, resulta 
imprescindible, a los efectos de garantizar 
los derechos de los usuarios y consumido-
res, la celebración de la primera con carác-
ter previo a cualquier aumento tarifario, sin 
explicitar de modo alguno por qué con la 
participación de las Asociaciones de Usua-
rios y Consumidores, ejercida por medio 
de la Sindicatura de Usuarios del Ente Re-
gulador de Agua y Saneamiento, en el caso 
concreto, tales derechos no tuvieron debido 
y suficiente resguardo.

Por lo demás, en punto a los fallos citados 
por la recurrente en apoyo de su tesitura, 
cabe apuntar que dicha parte no explicita 
que los extremos considerados en dichas 
causas guarden relación con la situación 
planteada en autos.

En este aspecto interesa poner de resalto 
que de una primera lectura —acorde con 
el acotado margen de conocimiento propio 
de la medida bajo estudio— del fallo de la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación 
recaído el 18 de agosto de 2016 en la cau-
sa “Centro de Estudios para la Promoción 
de la Igualdad y la Solidaridad y otros c. 
Ministerio de Energía y Minería s/ ampa-
ro colectivo”, FLP 008399/2016/CS001, 
citada por la apelante, se advierte que el 
Alto Tribunal destaca, en referencia a las 
audiencias públicas, que éstas “... constitu-
yen una de las varias maneras de partici-
pación ciudadana en la toma de decisiones 
públicas”, apuntado que “[s]in embargo, no 
son la única alternativa constitucional, en 
tanto el artículo 42 —como se expresó— 
no las prevé ni explícita ni implícitamente, 
sino que deja en manos del legislador la 
previsión del mecanismo que mejor asegu-
re aquella participación en cado caso” (ver 
considerando 18 del fallo citado).

Señala el Máximo Tribunal, asimismo, 
que “[d]e la redacción del artículo 42 se 
desprende la clara intención de los cons-
tituyentes de 1994 de que consumidores y 
usuarios —expresamente en la forma de 
asociaciones, e implícitamente de un modo 
genérico— participen en la elaboración de 
ciertas disposiciones de alcance general a 
cargo de la Administración cuando, como 
en el caso, al fijar tarifas, puedan proyectar 
los efectos sobre los derechos e intereses de 
aquellos (conf. doctrina de la disidencia de 

los jueces Lorenzetti y Zaffaroni en Fallos: 
329:4542)” —ver fallo citado, considerando 
18—.

Destaca el Alto Tribunal, asimismo, que 
la ley 24.076 (marco regulatorio del trans-
porte y distribución del gas natural), “... re-
quiere la obligatoriedad de la convocatoria a 
la audiencia pública cuando media una mo-
dificación en la remuneración de los conce-
sionarios de los servicios...” (ver fallo citado, 
considerando 22).

En este aspecto, ha de señalarse que la 
recurrente no alcanza a acreditar, en el li-
mitado ámbito propio de la presente cau-
tela, el extremo que invoca en su memorial 
(necesidad de audiencia pública como única 
forma de salvaguardar los derechos de los 
usuarios y consumidores del servicio públi-
co bajo estudio, lo que, contrariamente a lo 
indicado por el Sr. juez de grado, no se logra 
mediante la intervención de la Sindicatura 
de Usuarios del Ente Regulador de Agua y 
Saneamiento), en tanto, de la lectura del 
fallo del Alto Tribunal citado, realizada del 
modo más arriba apuntado, se desprende 
prima facie, por un lado, que la audiencia 
pública no es el único mecanismo de par-
ticipación de los usuarios y consumidores 
en la toma de decisiones públicas, y, por el 
otro, que en el caso del servicio público ana-
lizado en dicha oportunidad —producción 
y comercialización del gas—, la ley 24.076 
prevé la obligatoriedad de la convocatoria 
a audiencia pública para la modificación en 
la remuneración de los concesionarios de 
los servicios. Y en este último aspecto, no 
basta a los efectos de asimilar el presente 
caso con el resuelto por el Máximo Tribu-
nal, con la simple mención de la resolución 
2/2004 —efectuada por la recurrente—, en 
tanto la ley 26.221, que establece el actual 
marco regulatorio para la concesión de los 
servicios de provisión de agua potable y 
servicios cloacales, disolvió el Ente Tripar-
tito de Obras y Servicios Sanitarios.

Los extremos hasta aquí señalados, per-
miten considerar que el planteo de la actora 
exige un estudio pormenorizado y exhaus-
tivo de las cuestiones involucradas en el 
caso que de modo notorio excede el ámbito 
de conocimiento propio de la medida cau-
telar pretendida; ello por cuanto, según ha 
sido expuesto, un examen preliminar de las 
constancias aportadas a la causa impide te-
ner por demostrada la verosimilitud en el 
derecho que invoca.

7º) Que por otro lado, conviene señalar 
que, para acceder a cualquier medida pre-
cautoria debe evidenciarse fehacientemen-
te el peligro en la demora que la justifique, 
“el que debe ser juzgado de acuerdo a un 
juicio objetivo o derivar de hechos que pue-
dan ser apreciados incluso por terceros” 
(Fallos: 314:711; 317:978; 319:1325; 321:695 
y 2278; 323:337 y 1849); ese presupuesto es 
aún más exigible cuando la petición cau-
telar coincide con la petición de fondo, en 
tanto su concesión implicaría desnaturali-
zar la finalidad asegurativa que inspira el 
instituto cautelar, cuando no existan cir-
cunstancias que justifiquen un adelanto de 
jurisdicción.

En lo que aquí importa, no se advierte que 
la actora haya acreditado siquiera de modo 
mínimo, el peligro en la demora.

En este aspecto, lo señalado en la deman-
da, en el sentido que “... obligar a los usua-
rios a afrontar el pago de un aumento del 
300% en un servicio público esencial y mo-
nopólico, con base en una Disposición que 
prima facie ES inconstitucional, irrazonable 
y nula, configura un peligro en la demora” 
(sic), resulta a todas luces insuficiente para 
acreditar la configuración del recaudo bajo 
estudio. Máxime si se considera lo ya ex-
puesto en punto a la verosimilitud del dere-
cho.
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Por lo demás, las genéricas manifesta-
ciones ensayadas en el memorial tampo-
co alcanzan a conmover el criterio del Sr. 
juez de primera instancia, quien consideró 
que el requisito del peligro en la demora no 
se encontraba suficientemente acreditado.

Es que las alegaciones de la recurrente 
atinentes al periculum in mora, consistentes 
en el trámite impreso al proceso principal y 
la hipotética duración del juicio —debe acla-
rarse que las demás manifestaciones esbo-
zadas en el punto b. del memorial, refieren, 
en rigor, al requisito de la verosimilitud del 
derecho—, además de constituir simples 
apreciaciones de la apelante, no alcanzan 
tampoco para acreditar la configuración del 
presente recaudo.

Ello así, claro está, con la salvedad enun-
ciada por el Sr. juez de grado en el último 
párrafo del considerando VIII del fallo ape-
lado.

Por lo hasta aquí expuesto, el Tribunal 
resuelve: rechazar la apelación intentada 
por la parte actora y confirmar la resolución 
de fs.  102/109vta. en lo que fue materia de 
agravios. Regístrese, notifíquese y devuél-
vase. — Luis M. Marquez. — María C. Caputi. 
— José L. López Castiñeira.

Alimentos a favor 
del hijo
Determinación de la cuota alimentaria. 
Obligación de ambos progenitores. Condi-
ción y fortuna del alimentante 

Hechos: Se confirmó la cuota alimentaria 
establecida a favor de la hija menor de edad 
del demandado, de profesión abogado.

	 La cuota alimentaria fijada a favor de la 
hija menor de edad del demandado, de 
profesión abogado, debe confirmarse, 
teniendo en cuenta que ambos progeni-
tores tienen la obligación y el derecho 
de criar a sus hijos, alimentarlos y edu-
carlos conforme su condición y fortuna, 
y sin perjuicio de que la solución no pro-
duce los efectos de cosa juzgada, por lo 
que es pasible de revisión en lo sucesivo 
en la medida que cualquiera de las par-
tes demuestre que los hechos han varia-
do.

119.864 — CNCiv., sala J, 27/09/2016. - P., K. 
A. y otro c. R., J. s/ alimentos.

[Cita on line: AR/JUR/65349/2016]

COSTAS

Al demandado.

2ª Instancia.- Buenos Aires, septiembre 27 
de 2016.

Considerando: I. Vienen estos autos a co-
nocimiento de este Tribunal en virtud de 
las apelaciones deducidas por ambas partes 
contra la resolución dictada a fs.  725/729, 
por la cual la Sra. Juez de grado hace lugar 
a la demanda, fijándose la suma de pesos 
siete mil ($7.000) en concepto de alimentos 
que el demandado deberá abonar a favor de 
su hija menor de edad.

Los recurrentes dan fundamento a sus 
apelaciones, la actora mediante el memo-
rial que luce a fs.  745/747 y el demandado 
con la pieza obrante a fs. 754/762. Corridos 
los traslados pertinentes, las partes se han 
contestado mutuamente los agravios.

La resolución en cuestión también fue 
materia de queja para la Defensora de Me-
nores de la instancia anterior, recurso que 
fue mantenido y fundado por la Sra. Defen-
sora Pública de Menores e Incapaces de Cá-
mara a fs. 795/796, quien solicita se declare 
desierto el recurso deducido por el alimen-
tante y se eleve el “quantum” alimenticio 
fijado en la instancia de grado.

II. Conforme dispone el art. 638 del Cód. 
Civil y Comercial, la responsabilidad pa-
rental es el conjunto de deberes y dere-
chos que corresponden a los progenitores 
sobre la persona y bienes del hijo, para su 
protección, desarrollo y formación integral 
mientras sea menor de edad y no se haya 
emancipado.

Como podemos apreciar, este cambio 
terminológico de “patria potestad” por la 
de “responsabilidad parental”, se ha reali-
zado de conformidad con el artículo 5º de 
la Convención sobre los Derechos del Niño, 
que alude, en primer término, a las “respon-
sabilidades” de los padres, y el artículo 7º 
de la ley 26.061, que se refiere a la “respon-
sabilidad familiar”.

Se ha sostenido que ello, no implica un 
simple reemplazo nominal, sino una trans-
formación de fondo en la relación entre 
padres e hijos y, consigo, los fines y alcan-
ces de la institución en análisis. El obsoleto 
concepto de patria potestad llevaba ínsita 
la idea de los hijos como objeto de protec-
ción y no como sujetos de derecho en de-
sarrollo. Ello, sin dejar de tener en cuenta 
el vínculo verticalista o de poder de los pa-
dres sobre los hijos en el marco de aquella 
“patria potestad” que no se estrecha con la 
concepción de los niños como sujetos ple-
nos de derechos (“Cód. Civil y Comercial 
de la Nación” - Comentado, Ricardo Luis 
Lorenzetti, Miguel F. De Lorenzo, Pablo Lo-
renzetti-Coordinadores, Tomo IV, Autora: 
Herrerra, Marisa, pág. 264/265).

Así, la responsabilidad parental es en-
tendida como un instituto previsto para la 
formación integral, protección y prepara-
ción del niño para “el pleno y armonioso 
desarrollo de su personalidad” y para “es-
tar plenamente preparado para una vida 
independiente en sociedad” (Preámbulo 
de la Convención sobre los Derechos del 
Niño). Aquélla no sólo incluye las funcio-
nes nutricias (alimento, sostén y vivienda), 
sino también las funciones normativas, 
esto es, aquellas tendientes a la educación, 
diferenciación y socialización (Ob. citada, 
pág. 267).

El desarrollo del niño se manifiesta de 
manera continua y de a poco va tomando 
integridad su propia personalidad. Es allí, 
donde la responsabilidad parental se erige 
como magna función para ambos progeni-
tores, que apunta a satisfacer las necesida-
des del hijo, teniendo como vértice esencial 
su interés superior.

En tanto el niño crece, va clarificando su 
comprensión a cerca del peso, significado 
y sentido de sus conductas, lo que implica 
necesariamente ponerlo en posición de que 
en mayor o menor medida pueda ir, a su 
tiempo, ejerciendo los derechos que le sean 
propios, siendo así artífice de su proceso 
madurativo y desarrollo personal.

Por esta razón, la noción de autonomía 
progresiva no se encuentra sujeta al es-
tricto cumplimiento de una determinada 
edad cronológica, sino que atendiendo al 
caso concreto, y la calidad de acto de que 
se trate, habrá de ameritarse el grado de 
madurez tanto psíquico-anímica como in-
telectiva alcanzada por el niño, a fin de ve-
rificar, si cuenta con la cabal comprensión 
de la situación planteada y, en tal caso, 
pueda ejercer por sí los derechos que le 
asistan.

De esta forma, el art.  639 recepta los 
principios por los que se rige la responsa-
bilidad parental, a saber, el interés superior 
del niño, la autonomía progresiva del hijo 
conforme a sus características psicofísicas, 
aptitudes y desarrollo. A mayor autonomía 
disminuye la representación de los progeni-
tores en el ejercicio de los derechos de los 
hijos y el derecho del niño a ser oído y a que 
su opinión sea tenida en cuenta según su 
edad y grado de madurez.

Asimismo, diferenciado de la responsa-
bilidad parental encontramos el cuidado 
personal que constituye uno de los deberes 
y derechos de los progenitores que derivan 
del ejercicio de aquella y atañe a la vida co-
tidiana del hijo (art.  648) y que en caso de 
tratarse de padres no convivientes el cuida-
do personal puede ser asumido por uno de 
ellos o por ambos (art. 649).

Por otra parte, el art. 650 dispone que el 
cuidado personal compartido puede ser al-
ternado o indistinto. En el cuidado alterna-
do, el hijo pasa períodos de tiempo con cada 
uno de los progenitores, según la organiza-
ción y posibilidades de la familia. En el in-
distinto, el hijo reside de manera principal 
en el domicilio de uno de los progenitores, 
pero ambos comparten las decisiones y se 
distribuyen de modo equitativo las labores 
atinentes a su cuidado.

Nótese que, la figura del cuidado perso-
nal adquiere relevancia en todos aquellos 
supuestos en los cuales hay un “desmem-
bramiento” entre titularidad y ejercicio. Es 
en este contexto de ruptura entre los proge-
nitores en el cual la custodia personal tiene 
virtualidad. El cuidado personal involucra 
los pequeños actos de la vida cotidiana de 
los hijos que pueden ser de diversa índole 
(Ob. citada, pág. 330).

La flamante normativa pone, como regla 
general, en cabeza de ambos progenitores 
la obligación y el derecho de criar a sus hi-
jos, alimentarlos y educarlos conforme a su 
condición y fortuna, aunque el cuidado per-
sonal esté a cargo de uno de ellos.

También que la obligación de alimentos 
comprende la satisfacción de las necesida-
des de los hijos de manutención, educación, 
esparcimiento, vestimenta, habitación, 
asistencia, gastos por enfermedad y los 
gastos necesarios para adquirir una profe-
sión u oficio, contemplando además que los 
alimentos están constituidos por prestacio-
nes monetarias o en especie y son propor-
cionados a las posibilidades económicas de 
los obligados y necesidades del alimentado 
(art. 659).

Ahora bien, en lo que respecta al com-
promiso asumido por parte del padre que 
convive con el hijo, debe tenerse en cuenta 
que éste efectúa a diario una contribución 
en especie, ya que tiene a su cargo el cuida-
do y supervisión directa de aquél, labores 
éstas que si fueran asumidas por terceros 
serían valuables económicamente. Así, lo 
ha entendido el legislador en tanto tal ex-
tremo podemos apreciarlo plasmado en la 
letra del art. 660, en cuanto expresa que las 
tareas cotidianas que realiza el progenitor 
que ha asumido el cuidado personal del hijo 
tienen un valor económico y constituyen un 
aporte a su manutención.

En relación a ello se ha dicho que el 
principio de igualdad entre hombre y mu-
jer que receptan varios instrumentos in-
ternacionales de derechos humanos, en 
especial, la CEDAW, que en su artículo 16 
se ocupa de la aplicación de este principio 
en todas las cuestiones relacionadas con 
los hijos, ha consolidado la idea de que la 
dedicación al cuidado de los hijos tiene un 
valor económico y que ello debe ser tenido 
en cuenta al resolver los conflictos referi-
dos a este tema, siendo uno de ellos la obli-

gación alimentaria. El Código reconoce de 
manera precisa que quien se queda a car-
go del cuidado personal del hijo contribu-
ye en especie al cumplimiento de la obliga-
ción alimentaria a su cargo. Esta conside-
ración se deriva de la obligada perspectiva 
de género, por la cual se defiende la idea 
de que el trabajo en el hogar tiene valor 
económico y que ello debe estar expresa-
mente contemplado (Ob. citada, Tomo ci-
tado, pág. 399).

Sentado lo expuesto, a fin de examinar la 
decisión recurrida y en orden a lo dispues-
to en el último párrafo del art. 643 del Cód. 
Proc. Civ. y Comercial, pasaremos a anali-
zar a continuación los elementos de prueba 
obrantes en autos.

A la sazón, cabe destacar que el artícu-
lo 386, segunda parte, del Código Procesal 
establece: “No tendrán (los jueces) el deber 
de expresar en la sentencia la valoración de 
todas las pruebas producidas, sino única-
mente de las que fueren esenciales y deci-
sorias para el fallo de la causa”.

Mediante una interpretación conceptual, 
se denota que existe la facultad de valorar 
únicamente las pruebas que fueren esencia-
les y decisivas. Ello también significa que 
puede hacerse una comparación y un cotejo 
de los elementos para arribar a una fuerza 
convictiva. Es decir hay dos caminos: 1) ex-
presar únicamente las pruebas que fueren 
esenciales y decisivas; 2) expresar las mis-
mas y, además, formular una compulsa con 
las otras.

Así, cuando se realiza una confrontación 
de las piezas probatorias, es posible adver-
tir cuál o cuáles ofrecen mayor grado de 
verosimilitud, cuál o cuáles exhiben ma-
yor fuerza de credibilidad. Todo ello, por 
supuesto, es el resultado de un análisis en 
el cual se aprecian las piezas probatorias 
en sí mismas y en su relación con las de-
más. Emerge así un saldo. Este saldo pre-
cisamente es el que determina la selección 
de las pruebas y que, a la vez, lleva a su 
apreciación, entendida como la actividad 
intelectual que realiza el juzgador para de-
terminar la fuerza probatoria relativa que 
tiene cada uno de los medios de prueba en 
su comparación con los demás, para llegar 
al resultado de la correspondencia que 
en su conjunto debe atribuirles respecto 
de la versión fáctica suministrada por las 
partes. La sana crítica se sintetiza en el 
examen lógico de los distintos medios, la 
naturaleza de la causa y las máximas de 
experiencia (conf. Fenochietto-Arazi, “Có-
digo Procesal (...)”, tomo II, página 356). El 
examen lógico conduce a ciertos principios 
de su ámbito.

A tal efecto, debe tenerse en cuenta que 
frente a la peculiar naturaleza de este tipo 
de proceso no es aconsejable ni conveniente 
apreciar los medios probatorios con rigor 
propio de un proceso de conocimiento, sien-
do necesario aplicar, en cambio, un criterio 
de juzgamiento amplio y flexible, atendien-
do al carácter mutable de toda prestación 
alimentaria y al fundamento de equidad de 
las decisiones judiciales en estos litigios 
(Morello-Sosa-Berizonce-Tessone, “Códi-
gos Procesales...”, Tomo VII-A, pág. 329).

Recipiendario de tan nutrida jurispru-
dencia es el artículo 710 del nuevo Código 
en tanto establece que los procesos de fa-
milia se rigen por los principios de libertad, 
amplitud y flexibilidad de la prueba y que 
la carga de la prueba recae, finalmente, en 
quien está en mejores condiciones de pro-
bar.

De esta forma se subsume en el artículo 
citado el principio de “favor probationes”, 
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ASUNCIÓN CARDONA. Publíquese por un 
día en el diario LA LEY.
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que significa que, en casos de objetivas du-
das en torno a la producción, admisión, con-
ducencia o eficacia de las pruebas, habrá de 
estarse por un criterio amplio en favor de 
ella, máxime en juicios como el de alimen-
tos donde, como se ha dicho, si no es posible 
acreditar el caudal económico del alimen-
tante, mediante la prueba directa de sus 
haberes, debe estarse a lo que resulta de 
las pautas que permiten una apreciación de 
su capacidad patrimonial, a través de sus 
actividades, forma y medios de vida; ade-
más, las presunciones e indicios en punto a 
la entidad de los ingresos del alimentante 
deben considerarse con un criterio amplio y 
favorable a las aspiraciones legítimas de la 
parte reclamante. Por otra parte, la norma 
citada al comienzo consagraría la figura de 
las “cargas dinámicas” en virtud de la cual, 
si bien ambas partes deben llevar a conside-
ración del juzgador la prueba sobre la ver-
dad de sus dichos (Guahnon, Silvia, “Juicio 
de alimentos en el Cód. Civil y Comercial”, 
LA LEY, 25/03/2015).

III. En el caso que nos ocupa, ha quedado 
abonado que el demandado es de profesión 
abogado, surgiendo además de las piezas 
adunadas a fs.  96 y 238, como así también 
del responde del oficio remitido a la oficina 
de Superintendencia, aquellos juicios en los 
que figura como letrado.

Asimismo, de la testimonial brindada 
a fs.  343/344 surge que el demandado es 
abogado, que trabaja con su padre en una 
oficina, dando cuenta del nivel de vida que 
tenían las partes previo a su separación, 
que la niña vive con su madre, que va a un 
jardín privado en el Barrio de Belgrano y 
que la actora trabaja en la empresa Toyota. 
Conteste con ello resultan los dichos verti-
dos por los deponentes de fs. 377, 379/380, 
382/384.

A fs.  234 el Citi informa que el acciona-
do posee en dicha institución bancaria una 
caja de ahorro en dólares y en pesos y una 
cuenta corriente y las tarjetas de crédito 
Visa y Mater.

Del mismo modo, el Banco Francés comu-
nica mediante la contestación del oficio que 
obra a fs. 298 que el alimentante resulta ti-
tular en dicha entidad de una caja de ahorro 
en pesos, en dólares y en euros y una cuen-
ta corriente en pesos. También las tarjetas 
Visa y Master, cuyo límite de compra y fi-
nanciación es de $70.400 para la primera y 
de $70.000 para la segunda.

El informe brindado por la Dirección de 
Migraciones nos ilustra a cerca de los movi-
mientos migratorios en relación a las partes 
y su hija dentro del período comprendido 
entre los años 2011 y 2014 (ver fs. 172/177).

Ahora bien, en relación a la actora, se 
sabe que trabaja en Toyota Compañía Fi-
nanciera de Argentina S.A. y su horario 
laboral es de 8.30 a 17.30 hs. Que en el mes 
de febrero de 2015 revestía la categoría de 
Subgerente de legales siendo su remunera-
ción bruta al mes de enero de dicho año de 
$ 47.366 y la neta $ 27.640. Adicionalmente 
percibe un bono por performance anual que 
depende del rendimiento, no contando con 
otro tipo de remuneración.

A partir de mayo de 2014, la actora uti-
liza el vehículo de propiedad de TCFA, 

Toyota Etios XLS, abonando a cambio 
la suma mensual de $2.518, asumiendo la 
empresa el costo de dos tanques de com-
bustible por mes, seguro y patente (ver 
fs. 515).

Del certificado de dominio expedido por 
el Registro de la Propiedad Inmueble de 
esta ciudad, emerge la titularidad de los 
inmuebles por parte de la accionante (ver 
fs. 389/396).

Del informe presentado por el Santan-
der Río surgen los productos que en di-
cha entidad bancaria posee la actora (ver 
fs. 439), y del acompañado a autos por el 
Citi (ver fs.  548/549), que es titular de 
una caja de ahorro en dólares, en pesos 
y una cuenta corriente en pesos, una caja 
de seguridad, tarjetas de crédito Visa y 
Master.

A fs. 400/403 obra agregado un contrato 
de locación en el cual la actora comparece 
como locadora respecto de un inmueble 
ubicado en la calle ..., cuyo canon mensual 
asciende a la suma de $4.699.

A fs. 241 OSDE informa que la demandan-
te se encuentra adherida a esa entidad en 
calidad de socia obligatoria a través de la 
empresa Toyota Cía. Financiera Argentina 
S.A., en el plan Binario 2-410, estando com-
puesto su grupo familiar por la menor C.R., 
como beneficiaria de la Sra. K.A.P, siendo 
el costo en el mes de octubre de 2014 de 
$ 2.860.

Por último, en relación a la niña cabe 
destacar que asiste al Instituto San Mateo 
S.A., siendo el valor de los aranceles corres-
pondientes al año 2015 $  4.590 mensuales, 
y la reserva de vacante de $  5.040 confor-
me lo informado por dicha institución (ver 
fs. 170).

En suma, de todo lo expuesto puede con-
cluirse que la cuota fijada en la instancia de 
grado habrá de ser mantenida en tanto se 
ajusta a las constancias de autos preceden-
temente analizadas.

No debe perderse de vista que “en el pro-
ceso alimentario, no es necesario que la 
prueba sea directa de los ingresos del ali-
mentante, pues no requiere su demostra-
ción exacta, sino que exige un mínimo de 
elementos que den las pautas básicas para 
estimar el monto de la pensión” (RED-26, 
pág. 68).

Además, no puede pasar inadvertido que, 
el camino que se emprende con el nacimien-
to de un hijo no admite claudicaciones, a pe-
sar de las dificultades que pudieran presen-
tarse en la actualidad en nuestro país.

Por último, es dable recordar que este 
tipo de resoluciones no produce los efec-
tos de cosa juzgada, por lo que es pasible 
de revisión en lo sucesivo en la medida que 
cualquiera de las partes demuestre que los 
hechos han variado.

IV. Para finalizar, nos permitimos sal-
tar el marco estrictamente jurídico de 
la cuestión aquí debatida, y ensayar una 
reflexión con un enfoque más humano 
acerca de la bondad en el esfuerzo de 
superar la ruptura, tratando de disolver 
aquello que a lo largo de la relación fue 
relevante y que por alguna razón quedó 
atascado, nutriendo desencuentros y 
hostilidades.

Los hijos se fortalecen en el amor de 
los padres que aunque ya no permanez-
can unidos, lo estarán en ellos para siem-
pre.

Aceptar lo que nos ha brindado el otro y 
agradecer nos pone directamente en dis-
posición de valorar lo recibido y desde ahí 
poder superar la ruptura, ya que la gratitud 
mitiga el victimismo y el resentimiento. En 
la medida en que podemos ver lo que nos 
ha aportado una relación y lo que hemos 
aprendido de ella, estamos disponibles para 
cerrarla y abrirnos a los siguientes sucesos 
de nuestra existencia.

Este gran reto, que implica asumir una 
actitud madura y despojada de egoísmos 
yoicos, que nos invita a tolerar lo imperfec-
to de la vida y de los otros, nos trasciende 
y nos eleva en la excelsa tarea de educar y 

contener a quienes nos suceden —nuestros 
hijos— acompañándolos y robusteciéndolos 
en el maravilloso camino de formarse como 
personas de bien.

Por todo lo expuesto y oído que fuera la 
Sra. Defensora de Menores de Cámara, 
el Tribunal resuelve: Confirmar la cuota 
alimentaria establecida en la instancia de 
grado de conformidad con lo ameritado en 
los considerandos, con costas al demanda-
do atento el reiterado criterio mantenido 
por esta alzada al respecto (art. 68 del Cód. 
Proc. Civ. y Comercial). Regístrese y noti-
fíquese a la Sra. Defensora de Menores de 
Cámara en su despacho, comuníquese a la 
Dirección de Comunicación Pública de la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación 
(Acordada Nº 15/2013 art. 4º) y devuélvase. 
— Marta Mattera. — Zulema Wilde. — Bea-
triz Verón.
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